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Capítulo VIII
Capital social, organizaciones de base
y el Estado: recuperando los eslabones perdidos
de la sociabilidad
Dr. Javier Diaz-Albertini Figueras*
Introducción
El capital social fomenta la acción colectiva, el autocontrol y la
responsabilidad social al acercar entre sí a los seres humanos por medio de
la confianza, la reciprocidad y el respeto a las reglas del juego; estos elementos
son esenciales para todo proceso de desarrollo y, especialmente, el sostenible.
Actúa enmarcando la acción plenamente individualista en un plano social,
orientando las iniciativas y la creatividad no sólo hacia el logro egoísta, sino
también en torno del bien común. Asimismo, puede proveer a las
organizaciones de las relaciones, redes y contactos que faciliten la consecución
de objetivos comunes. Ya que el capital social no puede ser apropiado
plenamente por los individuos, sino que se encuentra inserto en las relaciones
sociales; los actores —personas o grupos— se hallan motivados (o
presionados) para no romper con las normas, reglas y conductas
consideradas apropiadas por el grupo. Al estimular la cooperación, el capital
social también hace posible la provisión de toda una serie de bienes públicos,
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casi públicos y comunes, incluyendo potencialmente a los referidos al manejo
del medio ambiente y los recursos naturales. Según algunos autores es un
freno al oportunismo, a los polizontes (free riders) y a la deserción, al hacer
que los costos sociales derivados de tales conductas sean muy altos. En
términos macrosociales, contiene los elementos que fortalecen la organización
de la sociedad civil y su interacción y vigilancia con respecto a la acción
estatal o de la empresa privada.
En otras palabras, el capital social termina siendo, en numerosas
ocasiones, un poderoso disuasivo para la acción depredadora, sea estatal,
empresarial o civil. Es un término, sin embargo, que debe ser examinado y
evaluado con mucha cautela. La acción colectiva no siempre es beneficiosa
para todos y, menos aún, para el medio ambiente. La solidaridad de los
pobres puede ser utilizada por el Estado o las elites para sus propios fines.
La falta de acceso al conocimiento e información puede conducir a decisiones
individuales o colectivas erróneas o, a lo menos, poco eficaces. La distribución
del poder en el interior de las organizaciones puede ser desigual y favorecer
a los fines y propósitos de unos pocos, discriminando en términos de
ingresos, edad y género.
El análisis macrosocial o económico no siempre es capaz de captar estos
detalles y complejidades que son partes esenciales de toda relación social. El
capital social es, sobre todo, situacional y contingente, ya que su utilidad
—especialmente en cuanto a estrategias y procesos de desarrollo—,
depende de las relaciones específicas que se tejen entre los individuos, los
tipos de organizaciones que se forjan y las relaciones con que controlan las
oportunidades económicas y políticas de la sociedad en cuestión. Estas
complejidades constituyen la agenda de investigación y de políticas de los
próximos años, cuyo objetivo será comprender bajo qué formas, instancias y
mecanismos la confianza, las normas efectivas y las redes sociales se convierten
en poderosos aliados de los procesos de cambio y del desarrollo sostenible.
En esta ponencia se presta atención a uno de los aspectos cruciales en
la relación entre el capital social y el desarrollo en sociedades pobres con
grandes desigualdades económicas y políticas. Se pretende examinar cómo
y bajo qué condiciones el capital social puede facilitar u obstaculizar el acceso
de las comunidades pobres a los recursos políticos y económicos necesarios
para mejorar su calidad de vida. Es decir, interesa ver hasta qué punto la
solidaridad y la cooperación de los pobres contribuyen a forjar las relaciones
“saludables” con el Estado y el mercado, necesarias para acceder a los
conocimientos, reducir el oportunismo y alentar la acción colectiva (Collier,
1998). Este es un tema central, ya que las oportunidades y habilidades para
impulsar el cambio social no sólo se encuentran en la capacidad de los pobres
para organizarse, sino en cómo esta asociación también permite relacionarse
con los demás y acceder a los recursos sociales disponibles.
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Si bien en forma creciente la literatura relativa al capital social reconoce
la imperiosa necesidad de analizar los vínculos o eslabones verticales entre
las organizaciones de base y el resto de la sociedad nacional y globalizada,
ello todavía constituye una agenda de investigación preliminar.1  Este trabajo
se propone contribuir a la discusión sobre el tema, tratando de elucidar
diversos mecanismos mediante los cuales los vínculos verticales podrían
facilitar la construcción de la confianza mutua, de redes densas y de normas
de reciprocidad efectivas que son indispensables para el desarrollo sostenible.
En términos específicos, la propuesta es que los vínculos verticales, mediante
la integración y sinergia, deben contribuir a: i)enriquecer las expectativas y
perspectivas de los pobres, fortaleciendo así la confianza; ii)empoderar a
las organizaciones sociales para que construyan y puedan hacer cumplir
(enforcement) las normas; y iii) integrar a los diversos sectores sociales
mediante eslabonamientos que permitan la construcción de consensos
alrededor del desarrollo sostenible.
En una primera parte, se realizará una breve discusión sobre el
concepto de capital social, sus principales componentes, las diversas
interpretaciones y sus principales limitaciones. En una segunda, se analizará
la importancia de los vínculos y eslabonamientos en cada una de las tres
“fuentes” clásicas de capital social: la confianza, las redes sociales y las
normas efectivas, y cómo ellas se verían beneficiadas por integraciones
verticales, sean éstas con el resto de la sociedad civil o el Estado. Finalmente,
se intentará ofrecer algunas de las lecciones aprendidas acerca de estos puntos
y perfilar algunas políticas que podrían recuperar y fortalecer los eslabones
perdidos del capital social.
A. Las corrientes teóricas del capital social
El trabajo teórico en torno del capital social genera cierta ambivalencia
para los sociólogos que trabajan los temas de desarrollo, especialmente el
desarrollo de base. Por una parte, parece sumamente positivo que muchos
economistas ortodoxos estén comprendiendo que el mercado no ofrece
respuestas a muchos de los problemas del crecimiento y el desarrollo
económico. En este sentido y para que avance el diálogo, hasta se estaría
dispuesto a aceptar temporalmente la apreciación de Fukuyama (1996) de
que el “... comportamiento humano individual y egoísta es correcto ... en un
ochenta por ciento de las veces” (p. 33). Después de una década de dominio
1 Véase, por ejemplo, a Kliksberg (1999), Durston (2000), Collier (1998), Narayan (1999), Evans
(1996), Ostrom (1996), Fox (1996), entre otros. Todos analizan la necesidad de que el capital
social sea un mecanismo para la integración, ya que por su propia naturaleza discrimina
entre los que participan en organizaciones, redes y grupos y los que se encuentran fuera de
ellos.
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del «Consenso de Washington», resulta reconfortante el reconocimiento
explícito que se le está dando a la sociedad civil y el papel esencial que ésta
juega en los procesos de desarrollo y la calidad de vida de los integrantes de
una sociedad (Kliksberg, 2000). Por otra parte, como bien ha indicado
Edwards (1999), no deja de preocupar que variables sociales, ampliamente
reconocidas en la teoría sociológica y antropológica de los últimos 50 años,
sean manejadas en términos muchas veces superficiales por los adherentes
al capital social.2  La complejidad de las relaciones sociales y de fenómenos
como la confianza, las normas efectivas y las redes sociales, hace que con
frecuencia terminen encasilladas como ítem en una encuesta aplicada a los
integrantes de diversas sociedades. Esta suerte de toma fija y estática del
capital social —cual una reserva (stock) de activos fijos—, pierde de vista
que, al igual que en el caso de cualquier otro tipo de capital, no sólo importa
cuánto hay de él, sino también cómo se distribuye y se utiliza (Durston,
2000; Pantoja, 1999).
De este modo, la discusión acerca del capital social tiene dos historias.
Una bastante antigua, ligada a diversas áreas de las ciencias sociales, en las
que se destacaban la importancia de las redes sociales, la cultura, las normas,
la confianza y el empoderamiento en el funcionamiento de una sociedad. Se
trataba de aportes que, sin embargo, no llegaban a integrar estos mecanismos
bajo un concepto unificador y que, salvo excepciones, especialmente
Granovetter (1973, 1986), no estaban dirigidos a los economistas. La segunda
historia es más bien reciente y está estrechamente ligada a los resultados del
impulso generado por políticas de mercado y de ajuste estructural, los que
mostraron limitaciones en cuanto a promover procesos de crecimiento
sostenidos en las diversas regiones subdesarrolladas y, especialmente, en
América Latina (Kliksberg, 1999). De esta segunda vertiente nace una mirada
más profunda hacia la sociedad, ya se le denomine Sociedad Civil o Tercer
Sector (Salamon y otros, 1999). Al reconocer que la organización de la
sociedad gravita en los procesos económicos y políticos de desarrollo, se
intenta introducir las variables de sociabilidad en modelos que antes
privilegiaban la acción individual del egoísta racional. Bajo esta nueva visión,
el análisis está más atento a cómo diversos arreglos sociales facilitan las
transacciones económicas, disminuyen el riesgo y el oportunismo, alientan
la especialización, la creatividad y la acción colectiva, y permiten así el
crecimiento y desarrollo de la sociedad.
2 Basta analizar los importantes esfuerzos por generar bibliografías básicas del capital social,
para encontrarse con un predominio de obras que jamás utilizaron el término y, muchas de
ellas, anteriores al actual boom del término (véase Rossing y Assaf, 1999).
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En consecuencia, al discutir la relación del capital social con el
desarrollo se tiene que beber de estas dos fuentes o vertientes. Especialmente,
cuando se considera que la investigación específica acerca del capital social
todavía se encuentra en proceso y que muchas de las referencias siguen
aludiendo a estudios realizados bajo otras orientaciones teóricas.
1. El término y sus tendencias
El capital social mide la sociabilidad de un conjunto humano y aquellos
aspectos que permiten que prospere la colaboración y el uso, por parte de
los actores individuales, de las oportunidades que surgen en estas relaciones
sociales.3  Sociabilidad entendida como la capacidad para realizar trabajo
conjunto, colaborar y llevar a cabo la acción colectiva. En los últimos años se
han destacado tres “fuentes” principales del capital, que son: la confianza
mutua, las normas efectivas y las redes sociales.4  A pesar de las posibles
diferencias en la forma de definir y medir estos atributos, el capital social
siempre apunta hacia aquellos factores que nos acercan como individuos y
a cómo este acercamiento se traduce en oportunidades para la acción
colectiva y el bienestar del grupo.
Más allá de esta definición general, se encuentra que en el interior de la
conceptualización de capital social se repiten algunos de los debates
fundacionales de las ciencias sociales. Un breve recuento de éstos permitirá
establecer algunas conclusiones básicas acerca del papel que puede jugar el
capital social en el desarrollo. En este recuento, se tomará partido por algunas
conceptualizaciones que guiarán la discusión en el resto de este artículo.
a) ¿El capital social proviene de la cultura o de la estructura
social?
Entre los teóricos más influyentes o fundadores modernos del
concepto, tiende a existir cierto debate explícito e implícito sobre si es la
cultura o la estructura social la que fundamenta al capital social. Es decir, el
3 Para diferenciar el capital social “bueno” del “malo”, es necesario añadirle al término, como
han hecho algunos autores, ciertas distinciones morales o éticas. Durston (2000), por ejemplo,
diferencia al capital social de otras formas de cooperación de acuerdo a si la cooperación es
voluntaria y basada en la confianza y reciprocidad. Uphoff y Wijayaratna (2000) determinan
que existe capital social cuando es una acción colectiva mutuamente beneficiosa.
4 Adler y Kwon (1999) prefieren verlo desde la perspectiva de la acción y por eso consideran
que las fuentes de capital social son: i) Lo que nos motiva a ser sociables, incluyendo las
normas y la confianza entre las principales motivaciones; ii) El acceso a las oportunidades
socioeconómicas que nacen, emergen o se encuentran imbricadas en las interacciones y las
redes sociales; y iii) el nivel de habilidades o capacidades que existen en nuestras relaciones
sociales y que pueden contribuir a enriquecer las oportunidades efectivas.
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capital social se determina por los valores, normas y costumbres que hemos
internalizado desde pequeños y, más adelante, en nuestros grupos de
referencia, o bien nace de interacciones sociales que, con el tiempo, adquieren
permanencia y generan reglas de juego como las normas, reglamentos, leyes,
entre otras.
Algunos autores le dan énfasis primordial a la cultura como el
elemento central que explica los niveles de capital social en un conjunto
humano. Notable, en este sentido, es la opinión de Fukuyama (1996), que
considera que las fuentes de la confianza son «obligaciones morales
recíprocas», internalizadas por los miembros de una sociedad:
«Para que las instituciones de la democracia y el capitalismo
funcionen en forma adecuada, deben coexistir con ciertos
hábitos culturales premodernos5  que aseguren su
funcionamiento. Las leyes, los contratos y la racionalidad
económica brindan una base necesaria, pero no suficiente,
para la prosperidad y la estabilidad en las sociedades
postindustriales» (1996, p. 30).
Para Fukuyama, entonces, los elementos estructurales, como las leyes
y la institucionalidad, no son parte del capital social entendido como tal,
sino resultantes de rasgos premodernos y heredados, especialmente en
contenidos éticos y morales.
Putnam, Leonardi y Nanetti (1993), hasta cierto punto también
apuntan en esta dirección, al considerar que es en la cultura donde se
encuentran los referentes para la sociabilidad. Al comparar el desarrollo del
norte de Italia con el atraso del sur, estos autores dan una breve mirada a lo
que han sido 1000 años de cultura cívica o acívica en estas r egiones,
denotando que la cultura cívica se construye en asociaciones horizontales
integradas por los ciudadanos. Escritos más recientes, como los de Kliksberg
(1999) y Durston (1999), también tienden a adherir a la mirada “cultural”
del capital social.
Como se examinará más adelante, una de las discrepancias más
importantes entre estos autores radica en cuán permeable es la cultura al
cambio. En algunos casos, la cultura aparece como un aspecto que los
historiadores llamarían de “larga duración” y de difícil transformación,
mientras que otros optan por una definición de cultura como un repertorio de
habilidades bastante amplio, en que la utilización de uno u otro hábito o
costumbre depende del entorno. Es decir, que el aprendizaje cultural tiende a
5 El énfasis es del autor de este artículo.
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ser complejo y heterogéneo (por ejemplo, todos aprendemos a ser confiados y
desconfiados), y que es el medio el que nos lleva a escoger ciertas opciones de
conducta en lugar de otras. Bajo esta mirada permeable o mutable de la cultura,
no es que los individuos en sus interacciones tengan que aprender por primera
vez a ser confiados o a respetar las normas. Estos hábitos ya existen, aunque
en forma latente, y sólo emergen cuando se siente la seguridad de que este
repertorio de conducta resultará beneficioso en un medio social dado.6
Otros fundadores, entre ellos Coleman (1994), observan que el peso
del capital social se encuentra más ligado a recursos socioestructurales, en
los que destacan las relaciones de autoridad, las relaciones de confianza y la
asignación consensual de derechos que establecen las normas. El punto de
vista de la teoría de redes es aún más enfático con respecto a cómo la sociedad
se fundamenta y recrea. Sus adeptos consideran que la estructura social se
descubre al examinar las relaciones existentes entre unidades interactuantes,
que normalmente son denominados “actores” e incluyen a individuos,
instituciones, empresas y hasta naciones. Son las relaciones en sí mismas,
los actores involucrados en ellas y cómo se vinculan entre sí y quizás, aunque
no necesariamente, sus contenidos, los que determinan la forma que tiene
una sociedad y las posibles restricciones o guías a la conducta humana. “Los
lazos relacionales entre los actores constituyen la preocupación primaria
para la teoría de redes, siendo los atributos de los actores de importancia
secundaria” (Wasserman y Faust, 1994).7
Como en muchas discusiones de las ciencias sociales, ambas
aproximaciones —cultura y estructura— realmente se complementan y
resulta difícil en la práctica determinar cuál de las dos es la que determina la
sociabilidad y la reserva (stock) de capital social. A veces las discusiones se
asemejan al dilema de “la gallina o el huevo”, especialmente cuando se
consideran las fuertes interrelaciones existentes entre los roles, las
instituciones, por una parte, y las normas y las actitudes, creencias e
ideologías que caracterizan a un conjunto humano, por otra. De hecho, la
cultura representa una fuente básica para la construcción de las relaciones
sociales, al proveer de insumos como las creencias, los valores compartidos
y las tecnologías heredadas que conducen a ciertas expectativas en relación
con el orden social. Asimismo, las relaciones sociales no son estáticas, sino
6 Este debate es de esencial importancia en el tema del desarrollo, ya que considerar a la
cultura como inmutable o de difícil transformación podría convertir al término capital social
en un rápido descalificador de sociedades, al ser estimadas como inviables y con pocas
posibilidades de escapar a la determinación cultural.
7 Entre los adherentes de esta teoría existen opiniones bastantes divergentes acerca de la
importancia de los atributos individuales (género, clase, etnia, edad, entre otros) en el análisis
de redes sociales. Algunos autores insisten en que la posición en las redes es suficiente para
explicar conducta y estructura. Para otros, entre posición y atributos lo que existe es
complementariedad.
254 CEPAL
que se renuevan en los mismos intercambios entre los actores y proveen a
los seres humanos de nuevas expectativas que, al convertirse en elementos
permanentes de la sociedad, van enriqueciendo a la cultura.
En este sentido, es valioso el aporte de Uphoff y sus colaboradores, al
plantear que el capital social puede ser distinguido en relación con dos
categorías: el estructural y el cognitivo (Krishna y Uphoff, 1999; Uphoff y
Wijayaratna, 2000; Krishna y Shrader, 1999). El estructural vendría a consistir
en los roles, reglas, procedimientos, precedentes y redes sociales que
establecen los patrones continuos de interacción social. De acuerdo a estos
autores, el capital social estructural facilita la acción colectiva. Mientras que
el cognitivo apunta hacia las normas, valores, actitudes y creencias que son
conducentes a que los actores sociales estén subjetivamente motivados a la
acción colectiva. Esta distinción, aunque analítica, tiene un peso importante
en el momento de diseñar e implementar programas orientados a fortalecer
el capital social y su uso en acciones orientadas al desarrollo de una
comunidad, región o nación. También es relevante en la orientación del
trabajo de promoción del desarrollo, porque señala las dos áreas
fundamentales en las que es necesario enriquecer y aumentar el capital social
para que sea una fuerza transformadora.
b) ¿El potencial de su uso es fundamentalmente individual o
colectivo?
También está la cuestión acerca de la utilización del capital social.
Para algunos el capital es situacional y ponen el énfasis en el actor focal y en
cómo utiliza las relaciones sociales existentes y disponibles para él o ella, a
fin de lograr mejores resultados en las acciones dirigidas hacia ciertos
objetivos individuales. Según Coleman (1994), por ejemplo, el capital social
tiene dos características: i)consiste en aspectos de la estr uctura social y,
ii)facilita ciertas acciones de los individuos que se encuentran en el interior
de esa estructura. Es, en esencia, un individualismo metodológico, que tiende
a visualizar al capital social como recursos sociales con los que cuenta cada
persona para poder realizar mejor sus acciones. A su vez, están los que ven
el capital social más bien como un recurso para la acción colectiva, que facilita
el funcionamiento intra y entre instituciones y de los individuos que
participan en ellas (Uphoff y Wijayaratna, 2000). En esencia, estas posiciones
se hacen eco de las dos principales aproximaciones a la sociabilidad en las
ciencias sociales:
• En primer lugar están los teóricos, que ven la cooperación entre
individuos y la acción colectiva como problemáticas (por
ejemplo, Olson, 1965). Esta es la posición que recientemente le
ha dado gran importancia al término capital social y que ha
alcanzado mayor notoriedad en los foros internacionales y,
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quizás, entre los economistas. Bajo esa óptica, el capital social
es visto como una de las soluciones a los dilemas de la acción
colectiva. ¿Por qué las personas colaboran? Porque no hacerlo
representa un costo, ya que debilita las relaciones que son
totalmente necesarias para realizar otros tipos de transacciones.
El capital social es así una fuente esencial de autocontrol, que
elimina o disminuye la necesidad de intervención de terceros
y facilita las transacciones entre individuos y grupos.
• En segundo lugar se encuentran los que no consideran a la
acción colectiva como problemática, sino como parte de la
naturaleza humana, debido al proceso evolutivo que ha
demostrado que la cooperación es una herramienta esencial
para la supervivencia. Desde este punto de vista, el obstáculo a
la cooperación se encuentra más bien en el entorno que puede
devaluar, diluir, limitar o destruir sus potencialidades. Esta
forma de pensamiento corresponde a quienes han estado más
ligados al trabajo relativo al desarrollo desde las ciencias
sociales. Para este grupo, en el que se cuentan numerosos
adeptos a los paradigmas de la izquierda, el problema no es la
acción colectiva, sino su relativa capacidad para acceder a
recursos e impactar en un medio hostil, normalmente
representado por el Estado y los grupos económicos
dominantes.
Particularmente, nos parece que la mejor aproximación es aquella que
integra ambas posiciones e intenta articular los intereses netamente
individuales con los colectivos. En este sentido, es sugerente la propuesta
de Durston (2000) de clasificar al capital social de acuerdo a sus usos y
vínculos. Este autor sugiere cuatro tipos de capital social. El individual, que
corresponde al crédito de reciprocidad u obligaciones que posee una persona
por medio de sus relaciones; el de grupos pequeños cerrados; el comunitario,
que se encuentra en las instituciones socioculturales que posee la comunidad;
y finalmente, el capital social externo a la comunidad, que normalmente se
concreta en articulaciones verticales con el resto de la sociedad. Analizado
de esta forma, es posible entender mejor cómo los individuos y los grupos
sociales se sienten motivados a afianzar las relaciones sociales y lograr
beneficios personales o colectivos.
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B. Capital social y desarrollo: los vínculos
imprescindibles
Prácticamente todos los estudiosos del capital social coinciden en
indicar que para el desarrollo se necesita del conjunto de capitales, es decir,
el natural, el físico, el humano y el social. Querer limitar el potencial de
desarrollo a la capacidad de la acción colectiva y los beneficios que ésta
acarrea, equivale a condenar al capital social, en la mayoría de los habitantes
de la región latinoamericana, a la simple función de administrar o gestionar
mejor la pobreza. Esto es más evidente aún, cuando estamos ante sociedades
con graves desigualdades económicas, políticas y sociales y con Estados que
en los últimos años no han cumplido o han renegado de su papel en la
redistribución de ingresos.
La experiencia revela que en muchas sociedades son los pobres quienes
disponen de relaciones y comunidades con niveles de capital social mucho
más altos que los de las elites o los sectores medios de la sociedad (Pantoja,
1999; Narayan, 1999). Esto se explica porque la sociabilidad es una parte
esencial de las estrategias de vida de aquellos sectores que cuentan con muy
pocos recursos de otro tipo. La sociabilidad, bajo estas circunstancias, deja
de cumplir con los criterios más románticos de la acción voluntaria, realizada
en los tiempos de ocio. La participación y la organización popular en muchos
contextos y situaciones, cumplen la función de asegurar los ingresos, bienes
y servicios cruciales para sobrevivir.
Collier (1998) explica este hecho, indicando que el costo de
oportunidad del tiempo es mucho más bajo para los pobres, lo que los
conduce a invertir este recurso con mayor facilidad en acciones colectivas.
Sin embargo, proponemos tomar un punto de vista radicalmente opuesto y
considerar que para los pobres el tiempo tiene un costo de oportunidad
mayor, puesto que es uno de los pocos recursos disponibles para asegurar
lo mínimo necesario. El dedicar tiempo a la organización, salvo que tenga
resultados inmediatos y concretos, significa no dedicarlo a otras posibles
actividades generadoras de ingresos o recursos. Asimismo, implica un riesgo
importante, ya que la inversión en participación no elimina totalmente el
posible oportunismo de los demás, ni que se apropien de los recursos
comunitarios logrados mediante la acción colectiva. También puede ocurrir,
como bien señala Pantoja (1999), que al dedicar la solidaridad a la gestión
de la pobreza se diluya el potencial para la acción y movilización política,
que justamente persigue alcanzar una mayor participación en los recursos
societales, especialmente a través del Estado.
El acceso a bienes y servicios, sean intangibles como la educación y la
capacitación o tangibles como es la infraestructura necesaria para gestionar
mejor los recursos locales, sólo puede ser garantizado desde el exterior de la
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mayoría de las comunidades pobres de nuestra región. En las comunidades
y barrios más pobres y marginales, normalmente el impulso básico hacia el
cambio proviene de agentes externos, como bien ha mostrado Tanaka (2001)
en su estudio de la participación popular y las políticas sociales en Perú.
Bajo estas circunstancias, el Estado debería ser una de las fuentes
esenciales de los recursos necesarios para impulsar el capital social de los
pobres y dar un salto cualitativo hacia el desarrollo. Como principal
proveedor de los bienes públicos, el Estado puede apoyar competencias
educativas y mejorar la salud; acompañar y asesorar procesos de desarrollo
con sus conocimientos técnicos e inversión social; fortalecer organizaciones
mediante la normatividad, dándole el peso de la ley a las obligaciones y
deberes asumidos y posibilitando su cumplimiento y sanción mediante las
instituciones policiales y judiciales. Puede, finalmente, crear un clima de
confianza por medio de la transparencia en sus actos y la rendición de cuentas
(accountability).
El Estado, no obstante, está ausente en forma o en espíritu de muchas
de las formulaciones teóricas y aplicaciones prácticas del capital social. Esto
se debe, como han señalado otros, a que el paradigma del capital social surge
de dos tradiciones antiestatistas. Por una parte, están los economistas
ortodoxos que promueven la reducción y limitación del Estado, cuestionando
la eficiencia de la asignación de recursos a la inversión social (Kliksberg,
2000). Por otra, los promotores de la sociedad civil y el empoderamiento,
que con frecuencia sienten manifiesta aversión hacia el Estado y su
interferencia en la organización social. Está naciendo así una agenda de
desarrollo que comienza a difundir un nuevo mito. Como bien indican
Hulme y Edwards (1997), las políticas de desarrollo han pasado del mito
del Estado en los años setenta y del mercado en los años ochenta y principios
de los noventa, al paradigma vigente que es el del mercado y la sociedad
civil o democratización. Sin embargo, al igual que todo mito, resulta fácil
ver cómo se derrumba ante el persistente oleaje de la realidad. El Estado se
convierte así en el primer gran eslabón perdido en muchas de las
formulaciones de capital social y esto se traduce en una visión bastante miope
del desarrollo entre comunidades y naciones pobres.
La distribución y acceso a los recursos que habilitan y promueven la
acción colectiva de los grupos de base recae principalmente en el Estado,
porque las necesidades básicas de los pobres —sean sociales, económicas o
políticas— tienden a ser bienes públicos y semipúblicos. El Estado debe
garantizar, entre otros, la seguridad jurídica de la propiedad y los contratos,
la autonomía y legalidad de las organizaciones y asociaciones civiles, y los
marcos para la resolución de conflictos. Collier (1998) ha llamado a este
conjunto de activos sociales capital social gubernamental, que incluye como
tal a las instituciones gubernamentales que influyen en las habilidades
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cooperativas de las personas mediante el cumplimiento de contratos, el
dominio de la ley y el grado de libertades sancionadas por el Estado. En
sociedades “saludables”, este capital gubernamental establece sinergia
(Evans, 1996) con el capital social “civil”, que está constituido por las normas,
valores, redes, asociaciones y organizaciones que estimulan el trabajo
conjunto. Pero como veremos más adelante, el Estado también debe cumplir
con las funciones que Guimarães (1996) denomina de regulador, facilitador,
asociativista y estratega.
No sólo está ausente el eslabón con el Estado, sino en general la
mayoría de las instituciones que posibilitan potenciar (scaling up) la acción
colectiva y, en el proceso, fortalecer el capital social. Entre ellas se cuentan
las organizaciones del llamado Tercer Sector y que han tenido la esencial
función de intermediar o ser corredores (brokers) del capital social civil. La
importancia de las iglesias, organizaciones no gubernamentales de desarrollo
(ONGD), universidades y partidos políticos rara vez es analizada, o se les
considera como amenazas a la autonomía popular o, en todo caso, como
“males necesarios”. En un mundo globalizado, en el que los pobres se
encuentran desconectados de las principales redes de oportunidades, estas
organizaciones intermedias o puentes adquieren una importancia inusitada.
Finalmente, está la conexión con el mercado y el sector privado, que aunque
con frecuencia es conflictiva, también representa una considerable fuente
de recursos para enriquecer la acción colectiva y transformarla en procesos
de desarrollo.
Con miras al proceso de desarrollo, las organizaciones horizontales,
que son las preferidas para el capital social en la tradición de Putnam,
Leonardi y Nanetti (1993) y otros analistas, tienen limitaciones bastantes
marcadas. En América Latina, cerca del 50% de la población es pobre y la
pobreza no sólo se mide en ingresos, sino en vidas precarias con muy pocas
potencialidades de cambio desde el interior mismo de la miseria. Y no sólo
aludimos a las dificultades para establecer o fortalecer sus vinculaciones
verticales con el resto de la sociedad y el consecuente acceso a recursos, sino
incluso con organizaciones pares o del mismo nivel. Establecer y mantener
relaciones requiere de tiempo, capacidad de gestión para producir los
eslabonamientos necesarios y resolver conflictos, capacidades y recursos que
no son de amplia disponibilidad entre los pobres.
Esta creciente preocupación acerca de los vínculos necesarios entre
los pobres y el resto de la sociedad regional, nacional y global se manifiesta
en los estudios de connotados especialistas. Como se mencionó
anteriormente, Evans (1996) ha analizado la necesaria sinergia entre el Estado
y las organizaciones populares, y Ostrom (1996) ha estudiado el notable
impacto de procesos de coproducción entre el Estado y los pobres. Narayan
(1999) examina la necesidad de articular los lazos (bonds) de solidaridad
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existentes en el interior de los grupos de base con los puentes (bridges) que
les permitan el acceso a los recursos disponibles en el resto de la sociedad. Y
como hemos visto, Durston (2000) incluye al capital social externo a la
comunidad. Estos autores, en conjunto con varios más, están conscientes de
la complejidad de lo social y, sobre todo, de los principales obstáculos que
enfrentan las comunidades pobres: el acceso a la sociedad mayor.
Estas relaciones o eslabones verticales adquieren mayor importancia
incluso cuando planteamos el reto del desarrollo sostenible. A menos que se
plantee la ilusa idea de que los mismos pobres, sobre la base de sus
tradiciones y conocimientos ancestrales, serán capaces de revertir el deterioro
ambiental y asegurar un uso responsable de los recursos naturales, es
evidente que la mayoría necesita estrechar importantes lazos con el resto de
la sociedad nacional y global para:
• Asegurar los conocimientos y capacidades necesarios para
gestionar mejor sus recursos y afianzar su sostenibilidad,
especialmente tecnologías alternativas y apropiadas. Esto
incluye la capacidad de distinguir entre las formas tradicionales
de gestión ambiental, que son positivas, de las nocivas.
• Conseguir información pertinente y a tiempo, que permita
actuar mejor ante diversas contingencias, sean éstas climáticas
u otras.
• Forjar las alianzas necesarias para reestructurar sus sistemas
de producción y responder mejor a las necesidades del mercado.
• Fortalecer sus redes e intercambios horizontales y verticales.
• Facilitar la acción política para atacar problemas ambientales
que no estén restringidos a la localidad, sino que conciernan a
recursos comunes como las cuencas, los ecosistemas, las zonas
protegidas, entre otros.
• Reconocer sus derechos como usuarios y la responsabilidad
ante futuras generaciones, revirtiendo las tendencias del “futuro
presente” como única estrategia ante la pobreza.
Se entiende que las reacciones conducentes a dejar de lado al Estado
y a las organizaciones intermediarias derivan de una larga experiencia
negativa en las relaciones de estas instituciones con las organizaciones de
base. La explotación de la solidaridad de los débiles para fines proselitistas
o intereses particulares, la alta incidencia de relaciones clientelistas, el
populismo y el personalismo, y la corrupción, entre otras, son prácticas
endémicas en la mayoría de las sociedades de la región. De igual manera,
las iglesias, las ONG y las universidades con frecuencia tienen sus propias
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agendas e intereses políticos. Nadie piensa que las relaciones verticales del
Estado y los grupos de poder con la sociedad civil serán fáciles y siempre
mutuamente beneficiosas. Pero también resulta sumamente ingenuo pensar
que en un mundo globalizado, complejo y contradictorio, los pobres desde
su pobreza puedan cambiar su mundo y el de los demás. Asimismo, resulta
iluso llegar a la conclusión de que en sociedades desiguales la única
esperanza es la confianza entre los pobres, porque los mecanismos legales e
institucionales no funcionan.
El punto de vista que se propone es que, a pesar de las tradiciones
excluyentes en nuestras sociedades, es totalmente necesario examinar los
vínculos y posibles espacios de encuentro entre los niveles sociales micro,
medio y macro, si la intención es promover el desarrollo. Precisamente, uno
de los aspectos menos abordados en relación con el capital social es que la
confianza, las redes y la normatividad efectiva también son mecanismos
para fortalecer ideologías, capacidades y recursos políticos que tienen como
misión el cambio de los arreglos institucionales existentes. La presente
ponencia no admite analizar con detenimiento estos aspectos. Pero sí interesa
identificar las principales áreas para el desarrollo de vínculos verticales, sin
obviar que toda relación entre el poderoso y el débil acarrea riesgos. Riesgos
que, como se verá, sólo pueden ser superados si inciden en que el poderoso
lo sea menos, mediante la transparencia, la rendición de cuentas y el
empoderamiento de los débiles.
Lo que interesa examinar en el resto de esta sección es cómo las
relaciones verticales, al permitir el acceso a recursos, relaciones, bienes y
servicios, son totalmente necesarias a objeto de facilitar y fortalecer los procesos
conducentes a la construcción del capital social para el desarrollo sostenible.
Interesa, en primer lugar, analizar cómo la confianza mutua se construye sobre
la base de expectativas, y que en el caso de sociedades desiguales y pobres, la
elaboración de expectativas alternativas depende significativamente de los
contactos que se tienen con agentes y organizaciones exógenas. En segundo
lugar, examinar cómo el circulo vicioso de la pobreza tiene mucho que ver
con las relaciones sociales realmente existentes y posibles entre los mismos
pobres, y cuán necesario es empoderar sus organizaciones para que tengan
mayor capacidad y calidad de acción colectiva. En tercer lugar, estudiar cómo,
al decir de Collier (1998), las redes sociales que facilitan la información, el
conocimiento y la reducción del oportunismo tienden a ser excluyentes y
producen un efecto regresivo en la distribución de recursos societales. De ahí
que sea imprescindible idear y establecer eslabonamientos alternativos e
incluyentes, basados en la sinergia y legitimidad.
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1. La confianza y el enriquecimiento de las expectativas sociales
De las tres fuentes de capital social, quizás la que más ha llamado la
atención es la confianza. Ello se explica en parte, porque para los economistas
el nivel de confianza es esencial para reducir los riesgos y costos de
transacción. Así, en los estudios en el ámbito macroeconómico, es la variable
que mejor se correlaciona con el crecimiento económico y con menor
desigualdad en ingresos (Knack, 1999). Desde el análisis sociopolítico, la
confianza se relaciona estrechamente con la solidez de las organizaciones y
su funcionamiento. A pesar de esta importancia, es poco lo que se ha
trabajado respecto de este concepto, de cuáles son sus bases socioculturales
y de sus diversas variantes o mecanismos. De ahí que sea esencial el trabajo
de autores como Misztal (1996), que examina extensamente la confianza en
las sociedades modernas.
Una parte esencial de la apreciación de Misztal es que la confianza
dejó de ser un asunto medular en el análisis social y económico en el siglo
XX, cuando las ciencias sociales abandonaron su preocupación moral acerca
de los efectos desintegradores de la industrialización y la modernización.
Una vez superada la crisis moralista, las nociones de obligaciones morales y
éticas desaparecen de la sociología y del análisis político. Los dos paradigmas
sociológicos dominantes desde los años treinta hasta los setenta —el
funcionalismo estructural y el marxismo— prácticamente ignoran el tema
de la confianza. Es así como hasta hace muy poco, la teoría política y social
estaba basada en individuos y grupos sociales enfrascados en la búsqueda
racional de sus intereses.
El cuestionamiento de las instituciones sociales y su debilitamiento
como factor de integración y cohesión social, fundamentalmente producto
de la crisis del Estado Benefactor, volvió a ubicar a los individuos, sus
identidades y comunidades en el centro de la atención. No es de extrañar
que en forma paralela aumente la importancia de conceptos tales como la
sociedad civil, el empoderamiento, la diversidad, la confianza y, más tarde,
el tercer sector y el capital social. La búsqueda de los mecanismos sociales
que permiten integrar a los individuos se ha vuelto nuevamente un tema
central en la sociología. Algo parecido ha sucedido con la sociología de
desarrollo que, ante los diversos fracasos del Estado y el mercado, evidentes
en los paradigmas sucesivos desde los años cincuenta, comienza a buscar
en la organización de la sociedad los mecanismos necesarios para
reestructurar las sociedades hacia el cambio económico, político y social.
Misztal (1996) define la confianza como “… el creer que los resultados
de la acción intencionada de alguien será apropiada desde nuestro punto
de vista”. Es un acto de fe que se basa en ciertas expectativas ancladas en las
experiencias del pasado. Como bien dice Durston (1999), la confianza se
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construye sobre la base de experiencias e intervenciones previas y rara vez
como simples buenas intenciones con respecto al futuro. Sin embargo, aunque
se sustenta en el pasado, la confianza es lo que nos permite actuar
conjuntamente con miras al futuro, ya que alimenta ciertas expectativas y
seguridad ante lo desconocido. De ahí que la confianza sea el producto de
relaciones sociales concretas, de reciprocidades efectivas y de las obligaciones
inherentes a ellas, que nos permiten predecir, aunque siempre con algún
margen de riesgo, que se cumplirán nuestras expectativas. Parafraseando a
Barber (1983), podríamos decir que la confianza tiene como fundamento
tres tipos de expectativas:
i) acerca del tipo de orden social deseado, lo que aumenta nuestra
capacidad de predicción de acontecimientos futuros. Coleman
(1994), por ejemplo, reconoce que la ideología como visión del
mundo, juega un papel fundamental en la facilitación de la
acción colectiva;
ii) acerca de las competencias y habilidades (emotivas, técnicas,
de gestión) de los demás y sus capacidades para cumplir con
las demandas asumidas en las diversas relaciones. Es evidente
que la confianza que tenemos en un médico depende
manifiestamente de su capacidad y conocimientos, y no
necesariamente de cuán vinculado está a nuestro tejido de
relaciones sociales; y8
iii) acerca del nivel de cumplimiento de las obligaciones y
responsabilidades de nuestras contrapartes. Es decir, cuán
probable es que otros cumplan con sus deberes, anteponiendo
los intereses de otros antes que los suyos.
La confianza, al estar sustentada en expectativas compartidas, es una
poderosa motivación para establecer y mantener relaciones, y realizar
acciones conjuntas con los demás. El nivel de confianza, al mismo tiempo,
está determinado por cuán sólidas y profundas son estas expectativas y cuán
extendidas y compartidas están entre los integrantes de nuestro entorno.
Si se acepta que la confianza se da sobre la base de expectativas
compartidas acerca del futuro, sea como ideología, competencias o respeto
a las obligaciones, entonces es preciso examinar el estado de estas
8 La apreciación con respecto a las competencias de los demás es compleja, ya que no sólo
está basada en criterios objetivos, sino más bien se halla influenciada por un fuerte
componente subjetivo. En términos culturales, por ejemplo, los diversos estereotipos juegan
un papel fundamental en determinar competencias. En muchas sociedades latinoamericanas
se considera que el varón no sabe cuidar bien a los niños y niñas, siendo preferible que una
mujer se ocupe de ello.
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expectativas entre los pobres de la región. Esta delimitación de la confianza
permite analizar qué papel juega en los procesos de desarrollo sostenible y
cuáles son sus límites más claros cuando nos fijamos en sociedades y
comunidades pobres. Desde este punto de vista, las principales limitaciones
tienen que ver con el marco reducido de las expectativas entre los pobres, ya
sea en cualquiera de las tres dimensiones discutidas y de la necesidad de
que estas expectativas sean potenciadas y enriquecidas desde el exterior. A
continuación se analizarán las dos primeras expectativas, dejando la
discusión de las expectativas resultantes de las obligaciones mutuas para la
sección referida a la normatividad efectiva.
a) Una visión del mundo compartida: las creencias y las ideologías
Una fuente básica de la confianza es el compartir una visión del
mundo, del tipo de sociedad deseada y del orden esperado, ya que disminuye
los riesgos percibidos de un futuro incierto. Esta visión compartida surge
como producto de diversos procesos socioculturales, que en la literatura del
capital social se manifiesta en la importancia dada a las creencias compartidas
y la ideología. En términos de creencias compartidas, Adler y Kwon (1999)
mencionan cómo los valores, los sistemas simbólicos, las visiones e
interpretaciones compartidas son esenciales para que una comunidad pueda
comunicarse con facilidad y darle sentido a las experiencias comunes. Uno
de los problemas que presentan los grupos sociales heterogéneos es que
precisamente no comparten expectativas comunes resultantes de sus
creencias y esto repercute en el manejo de los recursos comunitarios,
especialmente los naturales, al restringir las posibilidades de llegar a acuerdos
y establecer mecanismos de gestión (Kähkönen, 1999). Para Uphoff y
Wijayaratna (2000), las creencias, los valores y las actitudes forman parte
del capital social “cognitivo”, que se construye sobre la base de “ideas e
ideales”, más que de incentivos tangibles.
Asimismo, cuando se pasa a examinar las formas cómo se percibe el
mundo y se representan los intereses en una sociedad, la ideología se
transforma en un factor esencial en la creación (o destrucción) de capital
social (Coleman, 1994). La ideología es una importante fuerza que hace que
el individuo actúe en favor de los intereses de algún colectivo (religión,
partido, comunidad) y no sólo de sus intereses egoístas.9  Debido a que una
de las principales funciones de la ideología es la justificación de la realidad
y de las acciones de los grupos, ella puede ser, de acuerdo a las circunstancias,
9 Esto depende, sin duda alguna, del tipo de ideología. Coleman es claro en indicar que las
ideologías que fortalecen la noción de autosuficiencia pueden contribuir a destruir capital
social al generar justificaciones a la acción individual y egoísta.
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un importante mecanismo para facilitar el cambio u obstruirlo. Puede lograr,
entonces, que el cambio aparezca como un gran riesgo, en el caso de la
ideología conservadora, o como un aliciente y esperanza en el futuro.
¿En qué situación se encuentran los pobres con respecto a su visión
del mundo? ¿Tienen temor al cambio? ¿Sus ideologías y creencias están tan
arraigadas en la aversión al riesgo que dificultan cualquier proceso autónomo
de cambio? Las respuestas a estas preguntas han sustentado las principales
teorías y praxis políticas en la modernidad. Desde el punto de vista de
algunos analistas políticos, la ideología no tiene valor transformativo, sino
que siempre ha sido un mecanismo para el control de poblaciones. Los pobres
se encuentran en situaciones tan desesperadas que carecen de la capacidad
de imaginarse un mundo mejor, de ahí que acepten y justifiquen el presente
como el único posible. El ejemplo más claro de esta posición es el del
marxismo ortodoxo, que consideraba que el control de la ideología
dominante sobre los sectores explotados los conduce a tener una “falsa
conciencia”, sólo superable mediante la organización y acción política,
elementos que permiten que emerja la conciencia política.10
Investigaciones más recientes han cuestionado esta visión elitista. En
el estudio de Scott (1985) de la ideología campesina, este autor postula que
los pobres tienen formas cotidianas de resistencia al poder y la explotación,
que denomina las “armas de los débiles” (weapons of the weak). Cuestiona así
la noción de la “falsa conciencia” y muestra que, a pesar de que los débiles
albergan utopías sociales, también son realistas con respecto al costo que
significaría enfrentarse a los poderosos. De ahí que prefieran formas de
resistencia cotidiana como la burla, el trabajo lento, el hacer mal las cosas,
entre otras. Sólo en contados momentos políticos, y normalmente en alianza
con otros grupos, los pobres y los débiles están dispuestos a arriesgarse ante
un programa de cambio social.
Esto no quiere decir que los pobres y los débiles posean todas las
capacidades necesarias para imaginar y programar una sociedad que no
sólo sea diferente, sino también posible. Tienen fundamentalmente ideologías
inherentes (Rudé, 1980), que con frecuencia sirven de base para la
movilización social y defensa de sus derechos. Sin embargo, es importante
resaltar la opinión de Boudon (1989) de que las ideologías modernas se basan
parcialmente en teorías científicas, que pueden ser empíricamente
comprobadas o rechazadas (neoliberalismo, marxismo, social-democracia).
Las propuestas actuales de cambio no sólo justifican ciertas creencias e
10 Este tipo de planteamiento tuvo gran influencia en la primera generación de ONG
latinoamericanas, que a partir —desde una posición de izquierda— del postulado de la
alienación (falsa conciencia), consideraba que la principal acción debía ser la de educar
políticamente a los pobres, en pos del ansiado “clasismo”.
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intereses, sino que también tienen que expresarse en propuestas concretas y
tecnológicamente viables de transformación, en fundamentos para ejercer
presión (lobbying), con el fin de obtener una legislación alternativa, y la
introducción de cambios en la gestión de las organizaciones, entre otros. Al
decir de Rudé (1980), los pobres y los oprimidos en la historia moderna han
visto enriquecidas sus ideologías con el aporte de intelectuales mediante lo
que denomina las ideologías derivadas. El papel de las ideologías derivadas
es ampliar la visión de los oprimidos, articulando sus pensamientos y
prácticas con otros aspectos y sectores de la sociedad (Díaz-Albertini, 1995).
Al examinar diversas experiencias de relaciones entre el sector público
y la sociedad civil, Evans (1996) enfatiza la importancia de la transformación
de las “visiones del mundo” que las comunidades de base tienen de sí mismas
y de los demás, para poder construir las estructuras sociales conducentes al
cambio social. Estos cambios en identidades e intereses normalmente
provienen de la extensión y ampliación de las relaciones horizontales y
verticales de las comunidades, de la información y del conocimiento
procedente del exterior, y de la consecuente construcción de nuevas
experiencias e intereses.
Es por estas razones que, para enriquecer el capital social, resulta
imprescindible comprender la necesaria e impostergable relación de los
excluidos con sectores de intelectuales y técnicos capaces de alimentar, apoyar
y facilitar sus visiones y acciones colectivas. Especialmente cuando se procura
fomentar cambios en las formas de pensar y en las prácticas que contribuyan
a la sostenibilidad. Para Friedmann (1996), los pobres no se organizan y
actúan como resultado de una suerte de naturalismo o espontaneidad, sino
que necesitan vincularse a los demás para encontrar los contenidos y recursos
más apropiados para ese fin:
“Más aún, la acción popular espontánea, generada en la
aldea o en el barrio, rara vez es innovadora, sino que tiende a
seleccionar de un repertorio conocido de acciones. Hay muchas
razones para esto, incluyendo la necesidad de los pobres de
reducir sus riesgos, la escasez de “tiempo sobrante” para la
búsqueda y pruebade r espuestas innovadoras a los problemas
... Si la práctica ha de ser innovadora —y la innovación social
continua es un requisito básico para el desarrollo alternativo—,
la retórica de la espontaneidad debe ser abandonada”
(Friedmann, 1996; pp. 143-144).11
Como se mencionó anteriormente, los pobres realmente no cuentan
con el tiempo necesario para desarrollar estrategias, técnicas y mecanismos
11 La traducción y el énfasis son del autor.
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de organización y acción, ya que para ellos el tiempo es su único aliado con
miras a la supervivencia. El tiempo destinado a diseñar programas y opciones
viables para el futuro —incluidas las propuestas de gestión organizativa y
política— le corresponde a los intelectuales y técnicos, sean éstos del sector
público o privado. El gran reto, como han advertido tantos analistas, es que
las propuestas desarrolladas por los intelectuales puedan ser discutidas y
cotejadas con las opiniones y propuestas de los pobres, sin imposiciones y
mediante un diálogo horizontal. De esta capacidad, difícil pero no imposible
de implementar en la práctica, dependen las posibilidades de robustecer la
confianza de los pobres en un futuro alternativo y un orden social diferente.
b) La confianza en las habilidades, competencias y destrezas
Los trabajos concernientes al capital social rara vez tratan el tema de
las capacidades y habilidades de los integrantes de un conjunto social como
elemento clave en la confianza. Como se indicó anteriormente, la confianza
se sustenta en acciones “intencionadas”, que son evaluadas de acuerdo a
cuán apropiadas son desde nuestro punto de vista. Lo apropiado no sólo se
mide por los ideales o creencias que examinamos en el punto anterior, sino
también según nuestra evaluación de las capacidades de los demás para
cumplir con las exigencias de las acciones contempladas.
Una de las debilidades del desarrollo de base es el nivel bajo de
competencia —real o percibido— de los pobres en una serie importante de
tareas necesarias para el desarrollo sostenible. Esto incluye conocimientos
técnicos, pero también de gestión de organizaciones, participación ciudadana
y política, relacionamiento con otros sectores, propuesta y presión, entre
otros. En situaciones normales en una comunidad tradicional, las
competencias que se les exige a los dirigentes y comuneros son aquellas que
han permitido el mantenimiento del statu quo, a veces por períodos bastante
largos. Sin embargo, si se apunta al cambio social, el uso del capital social
debe orientarse a la búsqueda y aplicación de formas más eficientes,
productivas y sostenibles de desarrollo, y esto amerita el surgimiento de
nuevas competencias que, a su vez, deben ser reconocidas y apreciadas por
los miembros de la comunidad.
Esto se nota con claridad en los proyectos de desarrollo que se han
propuesto incorporar a la mujer en los procesos de toma de decisiones y
cargos dirigenciales comunales. Una parte esencial del sexismo existente en
muchas comunidades tradicionales consiste precisamente en considerar que
la mujer es incompetente en estos asuntos, sobre todo en la gestión y
conducción organizativa; aunque se reconozcan sus capacidades para apoyar
la movilización, en la lucha de la comunidad o para organizarse en asuntos
“femeninos”. El proceso de cambio hacia la equidad de género, y de confianza
en las mujeres como dirigentes, normalmente ha derivado de la intervención
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de agentes externos a la comunidad, que las han organizado en áreas
normalmente consideradas “femeninas”, como alimentación, higiene y salud.
Al evidenciarse la eficacia y eficiencia de estas organizaciones y su
repercusión en las condiciones de vida de las familias y la comunidad, va
aumentando la apreciación de los varones respecto de sus habilidades y, en
muchos casos, las mujeres son elegidas para ocupar cargos tradicionalmente
dominados por los varones.
En estos procesos, la educación y capacitación juegan un papel
esencial, especialmente cuando van acompañadas de la práctica y abren al
capacitado todo un mundo nuevo de relaciones, negociaciones, resolución
de conflictos y otras actitudes democráticas o de liderazgo. Estos agentes
catalizadores, como los llaman Uphoff y Wijayaratna (2000), deben ganarse
la confianza de los integrantes de los grupos y comunidades al mostrar que
tienen los conocimientos y las destrezas como para acompañar el proceso
de cambio. Si de parte de la comunidad no existe confianza en las
competencias, el cambio se convierte en un riesgo demasiado grande. O,
por otra parte, si no existen las competencias necesarias y se insiste en el
cambio, los resultados tampoco van a ser beneficiosos. Estas son las lecciones
aprendidas de proyectos de promoción del desarrollo sostenible:
• En un gran proyecto de manejo de sistemas de riego en Sri
Lanka, se reclutó y capacitó a jóvenes como agentes de cambio
para que acompañaran a los campesinos en la formación de
una organización sobre la base de los canales de riego. Estos
jóvenes ayudaron a rescatar e innovar formas de organización
de ayuda mutua, que han incidido positivamente en el manejo
de los recursos hídricos y la productividad de los campos
(Uphoff y Wijayaratna, 2000).
• En la revisión de experiencias de trabajo en sistemas de riego y
dotación de agua potable en zonas rurales y urbanas, Käkhönen
(1999) considera que una de las lecciones aprendidas en
centenares de experiencias es que el funcionamiento de los
sistemas alternativos depende del nivel de conocimiento de éste
que manejan los miembros de la comunidad.
• En una sistematización de proyectos de conservación y
desarrollo de cuencas en Rajasthan, India, Krishna y Uphoff
(1999), muestran que el nivel de capital social, la competencia
política y la tasa de alfabetismo tienen un peso significativo en
la explicación de las diferencias de desarrollo en las diversas
comunidades y sus cuencas. Aunque tradicionalmente el nivel
educativo es tratado como capital “humano”, resulta esencial
insistir en la relación estrecha que existe entre éste y el capital
social. Según Coleman (1994), se retroalimentan, ya que una
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relación de confianza es esencial para realizar procesos
educativos eficaces, pero al mismo tiempo la generación de
capacidades y destrezas alimenta y enriquece las relaciones
sociales y las posibilidades de acciones conjuntas.
• En el Cusco, Perú, las principales acciones en torno de la gestión
popular de las microcuencas han estado ligadas a procesos
largos y profundos de discusión y capacitación, que comienzan
con diagnósticos participativos y se consolidan en la ejecución
de acciones y el diseño de políticas. A pesar de que estos logros
se realizan con el acompañamiento de los técnicos de una ONG,
recién se reconoce la competencia y habilidad de estos agentes
externos y el valor de lo aprendido en las capacitaciones, de
acuerdo al impacto sobre la productividad (Chevarría, 2000).
La confianza se fortalece al reconocer que el conocimiento
conduce con bastante rapidez al mejoramiento económico, que
se traduce en recuperar tierras, reducir la erosión, aumentar el
agua disponible y su distribución, entre otros. Sin embargo,
reconocer otros fenómenos, como la nocividad de algunas
prácticas ancestrales, toma más tiempo porque no tiene un
efecto negativo inmediato en la productividad (la quema de
pastizales, por ejemplo).
Estas y otras experiencias nos muestran que un elemento básico de la
confianza entre las personas es la apreciación de sus capacidades y no sólo
el compartir creencias comunes. El incremento de buena parte de estas
capacidades, sobre todo de aquellas atinentes a nuevas técnicas y
conocimientos para el desarrollo, necesariamente provendrá de la relación
con el exterior de la comunidad y, especialmente, con el Estado. A pesar de
este reconocimiento, en muchos países de la región los niveles de educación
formal han disminuido, especialmente en las zonas rurales, y la capacitación
y asesoría técnica han sido reducidas en forma sustantiva (Kliksberg, 2000).
2. Las normas efectivas: el empoderamiento de las
organizaciones
La confianza nos motiva a acercarnos y a colaborar con los demás.
Sin embargo, esta motivación debe fundamentarse en mecanismos más
estables que incentiven la continua colaboración y sancionen o castiguen a
quienes no cumplen con las reglas básicas de cooperación. El grado de
cumplimiento de estas reglas y la capacidad coercitiva de las sanciones son
los principales determinantes de la efectividad de las normas. En términos
de incentivos individuales, el nivel de efectividad de las normas es lo que
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determina los costos relativos de eventuales incumplimientos. A mayor
efectividad, mayor será el costo de no cumplir, ya que las sanciones
materiales, físicas y morales de una forma u otra impedirán o recortarán los
beneficios resultantes de la participación en el grupo social. Una de las
contribuciones de la conceptualización de capital social es hacer hincapié
en que la capacidad de diseñar estas reglas y hacerlas cumplir (enforcement)
es una de las medidas esenciales que facilitan la acción colectiva y reducen
el oportunismo en una sociedad. Las normas efectivas posibilitan el
autocontrol en un conjunto humano, disminuyendo la necesidad de
participación de terceros o agentes exógenos como garantes de las normas,
sean éstos contratos, obligaciones, derechos, u otros.12
Resulta particularmente difícil ser escueto con relación a las normas,
ya que el debate de cómo surgen, por qué se respetan, a quiénes benefician
y cómo cambian, remite a la esencia misma de la sociología y el connotado
“problema del orden”.13  Sin embargo, corriendo el peligro de ser algo
simplistas, se puede decir que las normas más estables y persistentes son
aquellas que se encuentran albergadas en el interior de las organizaciones e
instituciones y en las relaciones entre ellas. Buena parte de la vida social
ocurre en estos ámbitos y por intermedio de los diversos roles sociales que
los actores asumen. Es de esta manera que las organizaciones e instituciones
le dan estructura a la sociedad, siendo esta estructura la armazón
fundamental que organiza las relaciones sociales.
El funcionamiento eficiente de una sociedad proviene de la solidez
de sus organizaciones e instituciones, en el sentido que éstas contribuyen a
que el sistema sea estable, adaptable, cohesivo, persistente, con límites o
fronteras determinados (autónomo) y eficiente en la resolución de conflictos.
La eficiencia, no obstante, no conduce necesariamente a evaluar la eficacia
de un conjunto social, ya que para esto se tendría que hacer alusión a cuáles
son los objetivos, las metas o las utopías sociales que se consideran esenciales.
Esto resulta crucial al discutir el tema de capital social porque, como se ha
mencionado anteriormente, existe una corriente importante de analistas
sociales que abogan por una definición que esté orientada por valores (value
driven). Entre estos analistas destaca Durston (2000), que hace la distinción
12 Como bien han señalado Putnam, Leonardi y Nanetti (1993), la presencia de terceros como
garantes del cumplimiento de acuerdos, contratos y normas de reciprocidad, no es una
buena solución a los dilemas de la acción colectiva. Para ser efectiva, ella requeriría de
terceros neutros, sin intereses o preferencias hacia ninguna de las partes, aspecto que no se
puede garantizar. Esto genera el problema de quién controla y supervisa a los terceros,
conduciendo a una regresión infinita.
13 En el fondo, el debate acerca del orden podría resumirse en si las normas son preexistentes
al actor social (individual o colectivo), el que las internaliza y se deja guiar por ellas, o si las
normas se crean y recrean en la interacción social misma, logrando permanencia al
consolidarse ciertas relaciones estables. En la primera visión, la estructura antecede al actor,
en la segunda, la estructura nace de las interacciones.
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de institucionalidad —lo que hemos denominado un sistema estable y
eficiente— con y sin capital social. Para Durston, lo que diferencia la
institucionalidad con capital social de una autoritaria es que en la primera:
i)las r elaciones se basan en normas y relaciones de confianza y cooperación,
y no en la violencia; ii)las instituciones y autoridad legitimadas por el
conjunto resuelven conflictos, en lugar de recurrir a la venganza; iii)la
confianza genera más confianza, al contrario de la traición reiterada; iv)las
orientaciones sociales se basan en el universalismo y la institucionalidad, y
no en el particularismo o familismo amoral.
El capital social debería, entonces, promover sociedades abiertas en
las que los individuos se asocian para lograr beneficios mutuos, guiados
por un conjunto de reglas compartidas y respaldadas por un sistema político
y económico que garantiza y promueve dicha asociación. Al hacer propia
esta definición y orientación, es esencial examinar las diversas sociedades y
evaluar si sus organizaciones e instituciones promueven la asociación libre
sobre la base de normas efectivas y universales, es decir, con igualdad de
oportunidades.
En nuestras sociedades latinoamericanas es evidente que el nivel de
capital social global, medido de acuerdo a estos criterios, es bastante bajo.
Sociedades caracterizadas por inmensas desigualdades en todos los ámbitos,
y con instituciones débiles marcadas por el particularismo, el clientelismo y
la corrupción, no son espacios propicios para el surgimiento de normas
efectivas y universalistas que promuevan el desarrollo personal y grupal
del conjunto.14  A pesar de este panorama desolador, la esperanza surge al
analizar los “islotes” de capital social con que cuentan nuestras sociedades
y evaluar, sobre estas bases, cuáles son las medidas y los mecanismos más
apropiados para mejorar, ampliar y extender la reserva (stock) existente para
el resto de la sociedad.
A continuación, se examinarán en forma escueta y crítica estos “islotes”
en tres niveles sociales. Interesa ver cómo están constituidas las
organizaciones de base, las organizaciones intermedias y la institucionalidad
estatal, así como sus principales limitaciones en la construcción de normas
efectivas de cooperación alrededor de acciones mutuamente beneficiosas.
Sólo se presentarán algunas “pinceladas” basadas fundamentalmente en la
experiencia peruana, con la que tenemos mayor familiaridad. En lo posible,
14 Kliksberg (2000) ofrece una excelente visión panorámica de los principales problemas de la
región y de las “falacias” que han alimentado políticas socioeconómicas que, lejos de abordar
los problemas centrales, han debilitado el capital social al incentivar la exclusión, la
desinstitucionalización y la desigualdad.
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se hará mención de cómo las características de las organizaciones existentes
apoyan o entorpecen el desarrollo sustentable. Por economía de espacio,
seremos especialmente críticos y pesimistas respecto de la estructura
normativa y organizativa de nuestras sociedades. De esta manera, será más
sencillo señalar en qué formas se puede comenzar a revertir estas situaciones
y aportar a la construcción de capital social. Finalmente, este análisis servirá
de soporte para la discusión final de esta sección, que está dedicada a las
relaciones entre organizaciones, de todo nivel, por medio de la conformación
de redes.
a) Las organizaciones de base
Como se mencionó anteriormente, los pobres tienden a participar más
en asociaciones y, en ese sentido, a tener “más” capital social que otros sectores
socioeconómicos. Una de las razones fundamentales es que el precario acceso
a los mecanismos del mercado —debido a la pobreza— y a los recursos estatales
—debido a la marginalidad política—, se traduce en que los sectores de
menores ingresos tengan que recurrir a ellos mismos para garantizar toda
una serie de bienes, servicios y apoyo social. El significado de esto tiene
múltiples implicancias para el tema de la reserva (stock) de capital social de
los pobres, de cómo es utilizado en la actualidad y cómo podría transformarse
en una fuerza de desarrollo. Aunque no es totalmente representativo de la
región, se examinará el caso de Perú para ilustrar estos puntos.
Entre fines de la década de 1970 y principios de la de 1980, Perú se
volvió emblemático, para muchos analistas, respecto de lo que significaba
una sociedad con una rica tradición organizativa y capacidad de acción
colectiva. A la relación existente entre el movimiento sindical, el barrial y el
campesinado, manifestada en acciones conjuntas que aceleraron el fin del
gobierno militar y aumentaron el caudal electoral de la izquierda, se sumaban
otras agrupaciones denominadas funcionales y que incluían a las
organizaciones de las mujeres (comedores populares, vaso de leche,
promotoras de salud), los comités de base de las parroquias, y las
organizaciones juveniles y sus respectivas coordinadoras, federaciones y
confederaciones. Los partidos políticos y los respectivos gobiernos pugnaban,
además, por vincularse con y, en lo posible, controlar dichas organizaciones.
En menos de una década, este rico tejido social se derrumbó. Las causas
más evidentes han sido analizadas reiteradamente, subrayando la grave crisis
económica de finales de los años ochenta, la crisis política del Estado y de los
partidos políticos, y la violencia subversiva y estatal. Sin embargo, recién en los
últimos años se ha prestado más atención a atributos propios de la
institucionalidad popular que subrayan la debilidad intrínseca de sus
organizaciones y no sólo los factores exógenos. Estas debilidades tienen efecto
directo en la reserva de capital social popular disponible, y en cómo es distribuido
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y utilizado. A continuación, se verán algunas de estas debilidades, lo que
expresan sobre la organización popular y cómo será posible rescatar sus
potencialidades y minimizar sus limitaciones. Para ello se utilizarán los
resultados de una encuesta sobre el voluntariado realizada por la Universidad
del Pacífico en 1997 (Portocarrero y Millán, 2001) y las conclusiones de otros
estudios:
• Los pobres tienden a participar más en el trabajo voluntario que
los otros niveles socioeconómicos, y entre los pobres la
participación tiende a ser mayor en el ámbito rural que en el
urbano. Según la encuesta de la Universidad del Pacífico, en
términos de la contribución a la totalidad del voluntariado,
los sectores bajos y muy bajos aportan con más del 80% del
trabajo voluntario en las principales ciudades del país (véase
el cuadro VIII.1).
• Los pobres tienden a participar más en organizaciones
dedicadas al área de desarrollo y de servicios sociales, mientras
que los sectores más altos participan en organizaciones
religiosas y deportivas (véase el cuadro VIII.1). Estas respuestas
respaldan la observación de que la participación popular tiende
a estar ligada a la supervivencia y el acceso a recursos,
especialmente bienes públicos, haciendo que la reciprocidad
practicada sea más de tipo instrumental o específica (Adler y
Kwon, 1999) y rara vez se oriente a criterios generalizados o
universalistas. Este carácter instrumental y utilitario significa
que la participación propende a ser más amplia y exitosa cuando
“... están asociadas a demandas específicas, principalmente de
bienes públicos esenciales, y a estrategias de lucha contra la
pobreza ...” (Tanaka, 2001). Esto conduce a la pregunta acerca
de cuán ”voluntaria” es la participación en las organizaciones
y hasta qué punto fortalece una noción de ciudadanía entre los
participantes, sobre todo cuando pocas veces se ejercen los
derechos individuales porque todo tiende a conseguirse sobre
la base del colectivo en una suerte de ciudadanía de “masas”.
• En sus respectivas organizaciones, el voluntariado de los pobres
tiende a estar vinculado a brindar su mano de obra, mientras
que en los sectores medios y altos propende a estar más orientado
a contribuir a actividades educativas. Esto es evidente en los casos
de acción colectiva que Tanaka (2001) tipifica como de
complejidad “baja”, consistentes en prácticas de supervivencia
en las que la participación es una estrategia para resolver
problemas inmediatos. Son tareas, además, que no alcanzan a
establecer diferencias mayores entre los dirigentes y las bases.
















































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































• A pesar de que los pobres participan más y con mayor
frecuencia, también tienden a tener una opinión negativa acerca
del trabajo voluntario, quizás porque, como hemos visto, el
carácter volitivo es más ficción que realidad. Asimismo, los
pobres también muestran opiniones desfavorables con respecto
a la donación de sus recursos. Esta visión negativa, que en la
encuesta alcanza a más de una tercera parte de los más pobres,
quizás esté reflejando lo que algunos autores llaman la
“sobredemanda” de la solidaridad entre los que tienen menores
ingresos. Elemento que para algunos analistas es una muestra
de la debilidad de las organizaciones, pero que desde un punto
de vista más crítico refleja cierto cansancio en la organización
y falta de efectividad en sus resultados.
• En forma creciente, la organización de los pobres responde al
incentivo o presión de agentes privados y públicos externos a la
comunidad o territorio local. En el caso de las organizaciones de
mujeres en Perú, por ejemplo, los programas de alimentos
estatales y privados movilizaron en 1995 a aproximadamente
1.5 millones de mujeres, 11% del total de mujeres de entre 15 y
65 años del país y 20% de las mujeres pobres (Portocarrero y
otros, 2000). En términos del sector educación, la segunda
organización de mayor presencia en el país son las asociaciones
de padres de familia (APAFA) que, a pesar de ser legalmente
“voluntarias”, en la práctica obligan a la participación y
“donación” de los padres y madres. En una encuesta realizada
en 1999, 77.3% de los peruanos afirmaron que existían APAFA
en sus comunidades y un 26.5% del total encuestado participaban
en ellas (Tanaka y Zárate, 2000). Aunque no se manejan cifras al
respecto, las mismas organizaciones tradicionales, tales como las
comunidades campesinas y las organizaciones de vivienda, con
frecuencia son activadas o reactivadas en respuesta a la
distribución de recursos estatales o de las ONG en sendos
programas de sistemas de regadío, saneamiento ambiental,
manejo de recursos naturales y descontaminación,
reconocimiento legal de propiedad o posesión de los terrenos,
entre otros.
• A pesar de existir un importante nivel de participación, en 1999
la mayoría de los peruanos (78.7%) consideraban que sus
opiniones eran poco o no tomadas en cuenta en sus
organizaciones, y al preguntarles qué organizaciones podrían
resolver mejor los problemas de su comunidad, sólo 14%
mencionaron las comunales (Tanaka y Zárate, 2000). Esto refuerza
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la idea de que una mayoría de los peruanos, especialmente los
pobres, ven sus organizaciones como un medio para conseguir
recursos y no necesariamente como un espacio para el ejercicio
de la ciudadanía, situación que se repite en otras realidades
(Pantoja, 1999).
En conclusión, se observa que un buen número de los pobres se
encuentran bajo fuerte presión —debido al poco acceso a recursos— para
participar en organizaciones. Éstas normalmente tienen como finalidad algún
bien público básico y específico y demandan mucha energía social para su
efectiva concreción. Al ser específico el bien común logrado, los pobres
necesitan estar presentes en varias organizaciones para satisfacer otras
necesidades. Esto se traduce en una sobredemanda de su tiempo y recursos,
con el consiguiente hastío y una total desilusión con respecto al valor de la
participación. En este proceso, la participación más próxima al
empoderamiento político pasa a un segundo o tercer plano ante la
participación instrumental, perdiéndose la posibilidad de una mayor
educación ciudadana basada en valores democráticos como la libertad de
acción, el debate y la discusión acerca de lo público-universal. Sin embargo,
al mismo tiempo se advierte que muchas de las formas de participación
popular están ligadas a la presencia de agentes externos que, de una manera
u otra, están construyendo formas de capital social, entendidas como acción
colectiva que brinda beneficios a toda la comunidad al ser bienes públicos.
Esta presencia de agentes externos, que por el momento tiende a
restringir las potencialidades del capital social limitándolas a acciones
específicas, podría generar resultados muy diferentes si se reorienta y apoya
otros procesos conducentes al empoderamiento. Al existir ya cierto
eslabonamiento con los sectores profesionales y técnicos de la sociedad, esta
relación podría reforzar la organización popular de diversas maneras,
enriqueciendo el capital social de los que menos tienen, de modo que su
esfuerzo organizativo produzca más resultados y a un costo menor en su
dedicación de tiempo y esfuerzo físico:
• Mejorar la gestión de las organizaciones para que ellas puedan
combinar la preocupación específica con proyecciones de mayor
aliento. No basta sólo constatar que las poblaciones de base
tienen la energía social que definió Hirschman (1984), también
se debe analizar lo que el mismo autor proclamó como su
conservación y mutación de acuerdo a las necesidades de la
comunidad, y el entorno socioestructural. Para esto es necesario
no sólo fijarse en un tipo de organización, sino en la red de
organizaciones en una comunidad, mediante estudios
longitudinales que permiten apreciar con qué facilidad y en
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qué momentos esta energía se convierte en formas organizativas
(Díaz-Albertini, 1990). En un medio de notable pobreza, es
evidente que los logros más o menos inmediatos y con
repercusión en las condiciones de vida serán el gran aliciente
de la participación. Pero es posible asociar estas necesidades
con planes a mediano y largo plazo. Muchas ONG en Perú han
logrado, por ejemplo, que el planeamiento estratégico sea
incorporado en la práctica de las organizaciones populares.
Mediante estos planes se proponen atender las emergencias
sociales, al mismo tiempo que se llega a decisiones acerca del
tipo de acción y recursos necesarios para ir construyendo una
comunidad diferente y sostenible. Los planes también abren
espacios “naturales” para la participación mediante el
seguimiento (monitoreo) y la evaluación, momentos que
permiten la rendición de cuentas de los dirigentes y autoridades
y la vigilancia ciudadana.
• Apoyar el diseño de esquemas participativos que eviten la
sobrecarga, es decir, la excesiva e injusta demanda del tiempo
y los recursos de los pobres. Para esto es esencial dejar de lado
las visiones apriorísticas que se tiene acerca de los habitantes
de una región y responder a sus necesidades y condiciones
reales. Bebbington (1999), por ejemplo, examina cómo los
proyectos de desarrollo en las áreas rurales andinas siguen
insistiendo en la producción agrícola y los recursos naturales
involucrados en ella, en circunstancias que un sector
importantísimo de estas regiones ya dependen de otras
actividades económicas para su supervivencia. Esto conduce
necesariamente a desviar el tiempo y los recursos de los pobres
a actividades que ya no representan mayor efecto sobre sus
condiciones de vida. Más allá de esta precisión, también se
puede aportar en el diseño de formas organizativas que alienten
la división de trabajo:
i) En los sistemas de riego de Taiwán que estudió Lam
(1996), una de las razones del éxito es que el alcance
(scope) de la participación de los agricultores está
claramente definida. Se reduce así el costo de
participación.
ii) Alentar la delegación de responsabilidades en las
organizaciones, evitando las prácticas “asambleístas” en
la toma de decisiones. Para esto se requiere la
capacitación de la población, pero especialmente de los
dirigentes y líderes.
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iii) Finalmente, es necesario evitar la dispersión dividida del
apoyo externo público y privado. En Perú, por ejemplo,
el Gobierno mantiene por lo menos cuatro programas
de apoyo a la alimentación, cada uno en coordinación
con organizaciones de base. Lo mismo sucede con el
manejo de recursos naturales, y en los proyectos de
gestión de cuencas.
• El diseño de reglas claras, especialmente para el uso,
seguimiento y mantenimiento de los bienes públicos y comunes,
es un elemento central en la sostenibilidad de la acción popular
(Ostrom, 1992; Kähkönen, 1999). Estas reglas deben ser
producto de la deliberación de los propios usuarios o
beneficiarios y con frecuencia construidas sobre la base de
prácticas tradicionales. Otro aspecto esencial es que las
organizaciones y el conjunto de las normas que las rigen estén
reconocidas y refrendadas legalmente (Ostrom, 1992). Esto
facilita la acción colectiva, al crear mecanismos más eficientes
para el cumplimiento de las obligaciones y la sanción de
aquellos que no lo hacen. También puede traducirse en
mecanismos más efectivos de resolución de conflictos.
b) Las organizaciones intermedias y la clase media
Uno de los temas menos tocados por el análisis de capital social es el
papel que juegan las organizaciones intermedias en el proceso de desarrollo.
Aunque aparecen indirectamente mencionadas en muchos de los estudios
de caso, no existe un análisis depurado de cómo están constituidas y de las
motivaciones que las impulsan. Ya se ha constatado que las organizaciones
de base u horizontales en nuestros países muestran niveles altos de
solidaridad y cierta capacidad para la acción colectiva. Pero también, los
diversos estudios son enfáticos en señalar la singular importancia que a los
actores o agentes externos les corresponde en el enriquecimiento de estas
prácticas, por medio de la donación de recursos, la capacitación en la gestión,
el hacer accesible la información y los conocimientos, y la elaboración de
ideologías de cambio.
La mayoría de las organizaciones que brindan estos recursos
facilitadores y catalizadores están constituidas por los sectores medios en
los respectivos países. Les toca a ellos, profesionales, técnicos e intelectuales,
la labor esencial de construir “puentes” hacia los sectores pobres y marginales
desde toda una serie de organizaciones, como son las ONG, las iglesias, las
universidades, los gremios profesionales y las agrupaciones con fines
políticos, como los grupos de presión y los mismos partidos. Tampoco se
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puede obviar a la clase media que trabaja en el Estado en calidad de
autoridades, funcionarios y técnicos en diversos programas dirigidos a la
población pobre en una gran variedad de áreas, como nutrición, educación,
salud, saneamiento ambiental, conservación de recursos naturales,
infraestructura básica, entre otras.
¿Qué está ocurriendo con las clases medias de nuestros países? ¿Cuál
es su reserva de capital social y cómo se convierte esta acción colectiva en
una fuerza de transformación y desarrollo? Realmente resulta difícil
responder a estas preguntas porque es poco lo que se ha estudiado al respecto.
Sobre la base del caso de Perú, no obstante, se puede argumentar que el
capital social de los sectores medios ha sufrido un severo revés en los últimos
15 años, al debilitarse las principales organizaciones que permitían su propio
desarrollo económico y político y que, a veces, se traducían en vínculos con
los sectores de menores ingresos en el país:
• La aplicación de políticas de ajuste estructural bajo el paradigma
neoliberal ha significado un debilitamiento de la capacidad de
la clase media para influir en las políticas del Estado. El recorte
de las funciones de planeamiento, que antes ofrecían un
importante espacio de actuación a funcionarios en la
formulación de políticas dirigidas a los sectores pobres, les ha
restado margen de juego al reducirse la actuación estatal en
programas de compensación social muchas veces inspirados
en esquemas estandarizados de las agencias multilaterales.
• La reducción del Estado mediante la cancelación de programas
y la privatización de los servicios, especialmente los servicios
sociales públicos, ha significado que los sectores medios tengan
que proveerse de estos bienes y servicios a través del mercado.
Anteriormente, la lucha política de la clase media por mejorar
los servicios estatales y su cobertura con frecuencia conducía a
que éstos se extendieran (trickle down) alcanzando a la población
en general, incluidos los pobres insertos en el mercado formal.
La privatización de bienes y servicios antes provistos por el
Estado, también ha debilitado las redes informales que la clase
media construía con los funcionarios estatales para solucionar
problemas y evitar los obstáculos burocráticos.15
15 Lommitz y Melnick (1991) examinan cómo en Chile la aplicación de políticas neoliberales
afectó a uno de los repertorios centrales de la clase media chilena, que consistía en la
formación de redes personales con funcionarios estatales para conseguir empleo y agilizar
trámites burocráticos.
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• La crisis de los partidos políticos, ese gran bastión de la
participación política de la clase media, ha llevado a lo que Sinesio
López (1997) denomina la entrada a una etapa de “relaciones
individualistas de la autoridad” y el surgimiento de movimientos
políticos y candidaturas “independientes”.16  Faltos de ideologías
y programas de gobierno, estos movimientos acceden al gobierno
central y local con planteamientos “cortoplazistas”
supuestamente guiados por el pragmatismo.
• Finalmente, el ajuste estructural también ha golpeado los bolsillos
de la clase media. La reducción del empleo estatal y de las
empresas públicas privatizadas (downsizing) ha afectado
fundamentalmente a la clase media. Como hemos visto, las
políticas fiscales estuvieron orientadas a disminuir los servicios
dirigidos a estos sectores: la liquidación de la banca de fomento;
la disminución en la construcción de viviendas, la reducción de
la inversión en las universidades, entre otras. Balbi y Gamero
(1996) han calculado para Perú que, entre 1987 y 1995, la clase
media había perdido 5% de su participación en la distribución
de ingresos y que la inflación acumulada en su canasta de
consumo era 10% mayor que la del promedio nacional.
Con partidos, programas estatales, universidades y gremios debilitados,
la clase media ha perdido su capacidad de actuación en la sociedad, al ver
reducida su capacidad de acción colectiva.17  Al margen de los procesos de
toma de decisiones y reducida la flexibilidad en la aplicación de políticas
públicas, los espacios de deliberación en torno del desarrollo nacional han
quedado reducidos a algunas instituciones y organizaciones del tercer sector
o sociedad civil, principalmente las iglesias y las ONG. Se prestará alguna
atención a estas últimas organizaciones, porque representan el vínculo más
importante entre las organizaciones de base y el resto de la sociedad.
No es el momento de entrar en un análisis exhaustivo de las ONG en
Perú y su evolución histórica, sino simplemente presentar una apreciación
general de su importancia en el país.18  Por más de dos décadas, las ONG
16 En 1986, el 73% de la ciudadanía simpatizaba con algún partido político, mientras que en
1993 sólo el 12% afirmaba lo mismo (Díaz-Albertini, 2001). En el estudio acerca del
voluntariado realizado por la Universidad del Pacífico en 1997, en las cinco principales
ciudades de Perú, sólo el 4.6% de los encuestados afirmaron pertenecer a partidos,
agrupaciones o movimientos políticos (Portocarrero y Millán, 2001).
17 No es de extrañar que la emigración haya sido una de las estrategias principales para
adecuarse a este panorama. Se calcula que más de dos millones de peruanos, especialmente
jóvenes, han optado por esta alternativa.
18 El tema de la evolución de las ONG en Perú ha sido tratado por numerosos autores, véase
Díaz-Albertini (1990, 1991, 1993, 1995) y Valderrama (1998).
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han jugado un rol fundamental en la promoción del desarrollo de base. En
la actualidad existen aproximadamente 750 instituciones (Valderrama, 1998),
que emplean entre 17 000 y 23 000 personas (Portocarrero y otros, 2001), y
reciben alrededor de 150 millones de dólares, lo que representa el 50% del
total de la cooperación técnica internacional recibida en el país (Valderrama
y otros, 2000). En un estudio realizado en 1993, se determinó que más de
dos terceras partes de los integrantes de las ONG eran intelectuales, o
profesionales y que el resto era personal técnico, administrativo o de apoyo
(Ruiz Bravo y Bobadilla, 1993). Estas últimas cifras son un claro indicio del
carácter de clase media de estas organizaciones, cuyas áreas más importantes
de trabajo son el desarrollo agrícola y rural, el saneamiento básico, los
programas de salud, la educación formal e informal, la formación de líderes
y ciudadanía, el desarrollo urbano y local, el apoyo a la microempresa y el
crédito popular, la equidad de género y la defensa de los derechos humanos.
A pesar del importante papel de estas organizaciones, ellas tienden a
acarrear ciertas debilidades que restringen su influencia y la relación con las
organizaciones de base. Se puntualizarán las principales, haciendo referencia
a un estudio realizado sobre las ONG “ambientalistas” peruanas que trabajan
el tema del desarrollo sostenible en sus diversas modalidades (Portocarrero
y otros, 2000):
• La dependencia financiera con respecto a recursos de la
cooperación internacional implica que son afectadas por las
decisiones en el diseño de políticas y prioridades de los donantes
internacionales. Las ONG nacionales no han logrado un nivel
apropiado de autofinanciamiento, ni han podido estrechar
mayores vínculos con el Estado nacional para asegurar recursos.
• Las ONG tienden a ser efectivas en la ejecución de proyectos
locales y, quizás, regionales, y canalizan buena parte de sus
recursos hacia este ámbito y no tanto ala formación ciudadana,
a ejercer presión o a la movilización política. De las 225
organizaciones privadas sin fines de lucro dedicadas al medio
ambiente, sólo un 5% de ellas tenían como finalidad la
formulación de políticas y legislación ambiental; el 7%, la
elaboración de políticas y defensa de derechos ambientales;
mientras que en un 44% afirmaron realizar actividades
relacionadas con el manejo de recursos naturales y el desarrollo
sostenible. Estas últimas son las que han logrado una mayor
coordinación con programas estatales en la coejecución de
proyectos.
• Al igual que en otras sociedades, las ONG no tienen que rendir
cuentas a las poblaciones con que trabajan. Aunque se reconoce
que ésta es una de las “ventajas comparativas” del sector sin
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fines de lucro, ya que no se encuentran atadas a un mandato
como el del Estado y esto les permite ser más flexibles e
innovadoras en sus propuestas, su legitimidad ante las
poblaciones beneficiarias disminuye.19  También existe el peligro
evidente de que respondan más a una agenda o a intereses
propios y no tanto a las necesidades y demandas de los grupos
de base, tratando a estos últimos como beneficiarios o clientes.
• Las ONG sufren, paradójicamente, de excesivo profesionalismo
o excesivo “amateurismo”. En el primer caso, la
profesionalización tiende a alejarlos de las bases sociales como
grupos de referencia, mientras que en el segundo, no tienen
capacidad para incidir en programas y políticas de alto
contenido técnico.
• La especialización de las ONG, debido fundamentalmente a la
competencia por recursos financieros y la imposición de
temáticas por parte de las agencias financieras, ha derivado en
que estén más orientadas por la oferta que por la demanda. Es
decir, las instituciones van generando una experticia que deben
“vender” en el mercado del desarrollo, en vez de diseñar su
acción de acuerdo a las demandas sentidas de las poblaciones
pobres (Díaz-Albertini, 2001). En el caso de las ONG
ambientalistas, esto se advierte en las organizaciones
“conservacionistas” que con frecuencia priorizan a las
poblaciones de fauna y flora, por sobre las humanas.
• La mayoría de las ONG operan en territorios considerados
como “propios” y tienen serias dificultades en coordinar
acciones con las demás. En el proceso pierden dos
oportunidades: i) la de aproximaciones multidisciplinarias
mediante alianzas estratégicas; y ii) las posibilidades de
“escalar” el ámbito de acción y el impacto político-social.
Gran parte de estos problemas se explican porque, en muchas de
nuestras sociedades, las ONG son “islotes” de acción social que cuentan con
poco respaldo del sistema político y económico nacional. Así, el capital social
que manejan tiende a sufrir de cierto particularismo y ser fragmentado, ya
que sólo puede compartirse con poblaciones específicas, bajo propuestas
19 La mayoría de las ONG no tienen una membresía ajena al personal que labora en ellas,
reduciéndose más aún el rendimiento de cuentas. En sentido estricto, sólo deben rendir
cuentas “hacia arriba” a las agencias de cooperación que las financian.
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también específicas. A pesar del importante trabajo que realizan, encuentran
un techo en su potencial al estar relativamente aisladas y ser segregadas por
los sectores públicos y privados, que las ven como una amenaza. Asimismo,
al restringir su actuación política, activista y movilizadora ante el temor a la
coerción o represión, también contribuyen a su propio aislamiento.
Aun así, en el caso de Perú, la población en general muestra un nivel
importante de confianza en estas organizaciones. En una encuesta nacional
realizada en 1999, al preguntarse qué instituciones podrían resolver mejor
los problemas de su comunidad, las iglesias y las ONG quedaron en segundo
lugar, después de los municipios, en la preferencia de 15.8% de los
encuestados (Tanaka y Zárate, 2000). En la misma encuesta, al preguntarse
qué institución estaría en mejores condiciones para administrar el dinero de
la comunidad, las ONG terminaron en tercer lugar (detrás de la iglesia y el
municipio) con 12.4% de las preferencias. Es importante resaltar estos
resultados porque las ONG sólo llegan a un número reducido de
comunidades, las de menores ingresos, y los resultados mencionados son a
nivel nacional y con representación de todos los estratos socioeconómicos.
Fortalecer el capital social de la clase media significa necesariamente
robustecer los vínculos con las organizaciones de base y las instituciones
estatales y económicas del país. Esto sólo tendrá lugar si las ONG e
instituciones afines logran mayor seguridad financiera y la capacidad de
ejecutar acciones de mediano a largo plazo, como asimismo, una mayor
seguridad legal que garantice su autonomía institucional y facilite el trabajo
con las poblaciones de menores ingresos. Esta mayor seguridad financiera y
legal también implicaría que tuvieran que rendir cuentas a la población
nacional, elemento esencial para afianzar su legitimidad ante las
organizaciones de base.
c) La institucionalidad estatal
Anteriormente se mencionó la importancia del capital social
gubernamental, entendido éste como las instituciones de gobierno que
influyen en las habilidades colectivas de las personas mediante el
cumplimiento de contratos, el dominio de la ley y el grado de libertades
sancionadas por el Estado (Collier, 1998). En las sociedades nacionales de
nuestra región, esta formulación del capital social gubernamental debería
incluir los mecanismos necesarios para que surja un “... Estado regulador,
facilitador, asociativista y estratega ...” (Guimarães, 1996). Regulador, para
que pueda ocuparse de los múltiples fracasos de mercado, los monopolios
naturales, los bienes comunes y públicos y las externalidades, especialmente
en lo referente a la protección del medio ambiente y el desarrollo sostenible.
Facilitador, al incentivar la reserva de capital social y el mejor uso de los
capitales y recursos existentes, cumpliendo una esencial labor en enriquecer
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el capital humano por medio de la educación, y en una mejor utilización del
capital social mediante el escalamiento de acciones de las organizaciones de
base. Asociativista, al permitir, mediante la descentralización del poder, que
florezca la capacidad de la sociedad de integrarse, concertar y, por medio
del debate público, incorporar a la ciudadanía, sus organizaciones y
representantes en los procesos de toma de decisiones. Finalmente, estratega,
al cumplir la importante función de incentivar la planificación participativa
para generar “... criterios mínimos de política pública ...” y políticas de Estado
que deben nacer del consenso (Guimarães, 1996, p.15).
Una de las grandes frustraciones de la región con respecto al desarrollo
político, social y económico es que el Estado dista mucho de alcanzar estos
cometidos. El Estado patrimonial, de “botín” para unos pocos sectores y
estratos, ha pasmado el rico capital social que existe en nuestros países.
Decimos pasmado y no destruido, porque comulgamos con la idea de
Hirschman (1984) de que aun las experiencias negativas de cooperación no
logran destruir la energía social, sino que ésta se mantiene a la espera de
nuevas condiciones, necesidades y alicientes. Asimismo, poco ha ayudado
la prédica del ajuste estructural sobre la base del Estado “mínimo”, que ha
conducido a que sus funciones se limiten a controlar la inflación y pagar la
deuda externa, “compensando” a los pobres con programas asistencialistas
que han generado dependencia en lugar de empoderarlos (Kliksberg, 2000).
En el caso de Perú, los años noventa fueron de considerable pérdida
de capital social gubernamental y se quisiera ilustrar esta afirmación con
los resultados de una encuesta sobre valores democráticos y participación
ciudadana realizada en 1999 (Tanaka y Zárate, 2000):
- En noviembre de 1999, más del 50% de los peruanos aprobaban
la gestión de Fujimori durante el período 1996-1999. Sin
embargo, en escala de 100, el apoyo al sistema político era de
25.8 puntos. En términos de las instituciones políticas y también
sobre una escala de 100, la escala de confianza fue de 27.1 para
el Poder Judicial y de 29.8 puntos para el Congreso.
- Ante la pregunta de qué institución podría solucionar los
problemas de su comunidad, sólo un 1% seleccionó al gobierno
central y el 44.6% al municipio. Esto a pesar de que los gobiernos
locales en Perú sólo disponen de aproximadamente 3.8% del
gasto público.
- En términos de participación política, sólo 7.7% afirmaron ser
miembros de partidos políticos, aunque cerca del 60% preferían
la democracia a cualquier otra forma de gobierno.
284 CEPAL
Las cifras claramente señalan la extrema debilidad de la
institucionalidad política y estatal en el país. Los peruanos logran con
facilidad divorciar la gestión del Presidente de la situación percibida en
relación con las instituciones estatales y la confianza que tienen en ellas. Es
decir, los resultados ilustran cómo el sistema político se basa en personas y
no en instituciones. A tal nivel llega la personificación que, a pesar de que
en el régimen fujimorista se aumentó el gasto social de 12 dólares per cápita
en 1990 a 85 dólares en 1997 (Vásquez, 2000), no se considera que el gobierno
pueda solucionar los problemas de las comunidades. La solución viene de
mano del mandatario y no de las instituciones que lidera. De ahí que en un
estudio acerca de los valores democráticos entre los sectores pobres en Lima
metropolitana, se descubriera que hay una marcada preferencia por una
“autoridad fuerte y justa” en lugar de una que garantice una “amplia libertad
democrática”, especialmente porque desean que el Estado:
«... provea lo necesario para la satisfacción de necesidades ... Se
quiere a un Estado que proporcione educación, salud, vivienda
o trabajo a los que lo necesiten. Otros valores como seguridad,
justicia, igualdad y democracia son considerados, relativamente,
de menor importancia» (Murakami, 2000, p. 118).
La falta de institucionalidad y de confianza en los partidos, en sus
representantes políticos (en el Congreso) y en el sistema judicial conduce a
que se apoye (no necesariamente confíe) al jefe de gobierno que entrega los
bienes y servicios básicos. Como bien han indicado Gonzales de Olarte y
Samamé (1991), en Perú esto ha contribuido a un sistema político inestable,
que sólo funciona cuando existen los recursos económicos para distribuir
bienes y servicios tangibles de corto plazo. La clientela política ha derivado
en un deterioro sostenido de la noción de ciudadanía e individuos sujetos de
derechos y, peor aún, en estimar a la organización como un mecanismo para
lograr las prebendas del Estado. Es así como cualquier revés económico y su
consecuente limitación en el gasto fiscal, se traducen en una rápida disminución
del apoyo al régimen y como éste no se sustenta en la confianza en las
instituciones estatales y políticas, se produce una crisis política generalizada
que sólo puede ser paliada con el creciente endeudamiento y déficit fiscal.20
20 En el caso particular de Fujimori, en los primeros tres años no disponía de los recursos ni
de los mecanismos para el gasto social, pero contaba con el apoyo resultante de la
disminución de la inflación y la captura de Abimael Guzmán, líder de Sendero Luminoso.
A partir de 1993, sin embargo, va a contar con suficientes recursos producto de la
recuperación económica, la importante mejora en la recaudación tributaria, la entrada de
préstamos y donaciones y el proceso de privatización que, por sí sólo, contribuyó con cerca
de 9000 millones de dólar es a la caja fiscal. Esto posibilitó un gasto social importante y
sostenido por cerca de ocho años, a pesar de que en momentos electorales (1995 y 2000)
también produjo un incremento sustantivo en el déficit fiscal.
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Ante esta situación, que en su totalidad no es característica de la región,
si bien ésta comparte algunos de los fundamentos de la débil
institucionalidad, resulta comprensible la incredulidad de muchos analistas
con relación al papel de las instituciones estatales en el proceso de desarrollo
y facilitación del capital social. Sin embargo, como se ha señalado en
numerosos pasajes de este trabajo, no es concebible un proceso de desarrollo
sostenible sin el concurso del Estado. La tarea, entonces, es idear formas de
creación de capital social gubernamental a la vez que se fortalece el de la
sociedad civil. Al respecto, la experiencia señala algunos mecanismos:
• La voluntad política es un elemento esencial en cualquier cambio
conducente al fortalecimiento de la institucionalidad y,
desafortunadamente, bastante difícil de inducir en el corto plazo.
Sin embargo, hay muestras de que es posible impulsarla
asumiendo posturas proactivas de la ciudadanía y sus
organizaciones. En Perú, por ejemplo, un programa apoyado por
la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional
(USAID) consistió en trabajar con mujeres candidatas a los
municipios (alcaldesas y regidoras) y el Congreso para acordar
una agenda básica de acción en favor de la mujer a fin de
capacitarlas en sus funciones. En aquellas zonas en que se aplicó
el programa, un mayor número de mujeres fueron elegidas y en
una cantidad considerable de municipios se ha comenzado a
trabajar en torno de la agenda. Las ONG participantes también
han seguido apoyando a las autoridades y sus respectivas
municipalidades, y como resultado de ello los gobiernos locales
están más conscientes de las necesidades de las mujeres
populares.
• La cultura organizativa de las instituciones estatales debe dejar
de ser autocentrada para generar una conciencia de servicio
público. En Perú, a pesar de los múltiples problemas y
deficiencias descritos anteriormente, se logró transformar al
organismo recaudador de impuestos en un período muy corto
de tiempo. Sobre la base de una selección estricta de los
funcionarios, mejoras sustanciales en las remuneraciones y un
espíritu de cuerpo imbuido en la ética y la honestidad, se logró
aumentar la presión tributaria de 8% del PIB a cifras superiores
al 15% en sólo tres años de funcionamiento. Parte del éxito se
debe a que el presupuesto del organismo estaba en función de
los montos recaudados. Además, el funcionamiento del Fondo
Nacional de Compensación y Desarrollo Social (FONCODES),
por lo menos hasta 1998, dio lugar a una intensa labor de
inversión social orientada a la demanda (demand driven),
sustentada en la formación de núcleos ejecutores en las
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comunidades, los que diseñaban y presentaban aquellos
proyectos que habían priorizado para sus localidades,
invirtiendo entre 1991 y 1998 un monto cercano a 1 200 millones
de dólares y financiado aproximadamente 32 000 proyectos
(Conterno, 1999).21
• Generar un mayor involucramiento de los funcionarios con las
poblaciones y en las localidades en que trabajan. Diversos
autores resaltan la importancia del arraigamiento (embeddedness)
en la sinergia Estado-sociedad civil, que conduce a la
construcción de capital social sobre la base de las relaciones
que los representantes del Estado y sus instituciones construyen
en las mismas comunidades en que trabajan, y que van
generando confianza mutua y el compromiso de todas las partes
con los proyectos y acciones programadas (Evans, 1996). Para
lograr esta mayor identificación e involucramiento, es necesario
otorgarle cierta flexibilidad de acción a los funcionarios para
que puedan responder mejor a las demandas de la población
local; alentar a los funcionarios destacados en una zona por un
período prudencial de tiempo a que hagan suyas las
comunidades en cuestión (Lam, 1996); implantar incentivos
ligados al logro de resultados y la evaluación respectiva de las
mismas organizaciones locales (Ostrom, 1996). Un espíritu
reformista, de querer hacer las cosas de un modo diferente y
en conjunto con la población, también contribuye a acercar al
Estado a las comunidades locales (Fox, 1996).
• La descentralización del poder y la desconcentración de
funciones resulta ser otro importante mecanismo para acercar
el Estado a la comunidad y, como respuesta, generar mayor
conciencia y acción ciudadanas. Como se examinó
anteriormente, los peruanos confían más en sus
municipalidades que en el gobierno central, incluso para la
administración de dinero, aspecto que siempre genera
suspicacias y desconfianza. La subsidiariedad, como principio
básico de la administración pública, deviene en mayor control
local de los servicios básicos y mayor participación en su
21 Es preciso indicar que estos dos casos exitosos de servicio público tuvieron serios reveses
ante la insistencia de Fujimori de adjudicarse un tercer mandato. En el caso de la
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (SUNAT), el organismo
recaudador comenzó a ser utilizado como arma de presión política, sea favoreciendo a los
que apoyaban al régimen o amenazando a la oposición. A pesar de estar bien evaluado
hasta 1998, FONCODES también cae víctima del apetito re-reeleccionista y comienza a ser
aplicado en relaciones clientelistas y populistas.
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mantenimiento. En los proyectos de saneamiento ambiental,
canales de riego, recogida de residuos sólidos y gestión de
bienes comunes y colectivos, la metodología orientada a la
demanda, con relaciones complementarias entre Estado y
comunidad, ha mostrado tener gran efectividad (Kähkönen,
1999; Ostrom, 1996). Para estos propósitos es necesario capacitar
a los funcionarios locales y las comunidades en diversos
aspectos técnicos, de gestión, resolución de conflictos, y otros.
• Finalmente, todos estos procesos contribuyen a fortalecer la
transparencia en las operaciones del Estado y el rendimiento
de cuentas.
3. El eslabonamiento de redes y el acceso a oportunidades
Según lo analizado hasta el momento, es evidente que el capital social
—sea éste de base, de las instituciones intermedias o del Estado— debe
retroalimentarse continuamente para que pueda ser utilizado en forma
efectiva para el desarrollo. La fragmentación vivida en nuestras sociedades
representa un importante obstáculo para este logro, debilitando incluso los
“islotes” de capital social que podríamos encontrar en múltiples
comunidades, en instancias de la sociedad civil y entre algunos sectores o
programas del Estado. De ahí que sea esencial examinar cómo se pueden
construir relaciones mutuamente beneficiosas en torno del desarrollo. Los
estudios en el área son enfáticos en señalar que las relaciones entre los
diversos estamentos son esenciales para construir los siguientes puentes y
eslabonamientos basados en la sinergia:
a) Acceso a recursos
Como bien indica Bebbington (1999), es preciso tener una concepción
amplia en cuanto a los recursos que las personas requieren para forjar y
sostener sus vidas. Además del acceso a los capitales necesarios, que el autor
clasifica en cinco tipos —producido, humano, natural, social y cultural—,
también se debe recalcar que éstos no sólo son medios para la subsistencia,
sino que también brindan significados al mundo de las personas. Es sobre la
base de los “activos” con que se cuenta que se puede perfilar el tipo de
realidad que nos toca vivir, lo que significa y las expectativas que se
construyeron. Asimismo, los recursos no sólo se utilizan, sino que constituyen
las mismas capacidades que las personas y los grupos tienen para actuar
sobre el mundo y cambiarlo. Como mencionamos anteriormente, por
ejemplo, las competencias o habilidades de una persona (capital humano)
no sólo son activos que le permiten actuar con mayor efectividad, sino que
también son activos que generan mayor confianza entre los que la rodean.
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El acceso a los recursos, no obstante, muchas veces tiende a
interpretarse como un problema de los pobres o desposeídos, cuando en
realidad se debería analizar como un problema de sinergia (Evans, 1996).
Los programas de desarrollo impulsados por agentes externos ante la escasez
presupuestaria —ONG, iglesias, Estado, por ejemplo— necesitan de los
recursos de participación, movilización y materiales de las comunidades
con las que trabajan. Los gobernantes, a su vez, precisan de la confianza de
los gobernados como mecanismo básico de la legitimidad. El intercambio
de recursos se convierte, entonces, en un eslabonamiento de doble sentido
que, dependiendo de la cantidad y calidad de los recursos, podría generar
sinergia o dependencia. Las lecciones aprendidas en diversas realidades
sirven para calificar algunos de estos intercambios:
• Los eslabonamientos orientados hacia la demanda (demand
driven) tienden a tener mejores resultados que los impuestos
desde arriba, sea por la burocracia o las organizaciones
intermediarias. No sólo generan proyectos a menores costos
para ambas partes y sostenibles por la misma población, sino
que tienden a satisfacer mejor las necesidades sentidas de las
bases y a suplir las restricciones presupuestarias de las
organizaciones externas. El peligro mayor de este
eslabonamiento es que puede sobrecargar de actividades y
rebasar la disponibilidad de recursos de los pobres.
• El intercambio de información y conocimiento es alentado por
el eslabonamiento y viene a ser uno de los principales recursos
intercambiados. La interacción permite que se conozcan mejor
las realidades respectivas, el capital social existente y las
necesidades de reforzar ciertos mecanismos y procesos. Varios
autores mencionan que es esencial conocer la dotación
(endowment) de capital existente y los posibles conflictos, para
que se pueda actuar adecuadamente. Este intercambio de
información y conocimiento también permite rescatar los
conocimientos, creencias y prácticas tradicionales que se
requieren para reconstruir el tejido social (Durston, 1999). En
el intercambio también se pueden introducir nuevas tecnologías
para la comunicación y el flujo de información.
• Como se analizó previamente, uno de los recursos esenciales
para la acción colectiva es la normatividad y legalidad. La
presencia del Estado en el intercambio de recursos potencia la
capacidad de autocontrol en el interior de las organizaciones
de base, al respaldar las reglas y estatutos internos con una
contraparte legal.
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• El Estado refuerza la legalidad, pero las organizaciones brindan
el recurso de la legitimidad. En el caso de Perú, por ejemplo,
los gobiernos locales gozan de mayor legitimidad que el
gobierno central, simplemente porque muchos de ellos están
presentes y prestan sus oídos a las necesidades de la localidad,
a pesar de que casi no cuentan con recursos.
b) Una mirada compartida del futuro: la planificación
Una de las principales víctimas del ajuste estructural, la ortodoxia y la
reducción del Estado en América Latina, ha sido la capacidad de planificación.
La idea de un Estado planificador se equiparó con el intervencionismo
(“economía planificada”), lo que en el caso de Perú y de otros países significó
el desmantelamiento de las oficinas especializadas en este aspecto. De igual
manera, se debilitó considerablemente la presencia estatal en el diseño y
ejecución de políticas sectoriales (Gonzales de Olarte, 1998). El círculo vicioso
de la pobreza y el subdesarrollo, no obstante, tiende a construirse sobre la
angustiosa necesidad de supervivencia de los pobres y la práctica populista
del Estado como medida de apoyo popular. Ambos son concepciones
“cortoplazistas” del futuro, poco sostenibles en el largo plazo e incubadoras
permanentes de la inestabilidad. La capacidad de visualización del mediano
y largo plazo es crucial para hacer frente a las necesidades actuales, respetando
los activos disponibles para el futuro. Como indica Kliksberg (2000), planificar
significa pasar de una concepción de “gasto social” a una de inversión de
capitales, haciendo persistente el impacto de los recursos utilizados, sean éstos
materiales, educativos o de salud, y el posible retorno que representan. La
planificación como ejercicio participativo resulta esencial para:
• Tener una visión clara de las expectativas e intereses de los
diversos actores involucrados (stakeholders), dando voz a los
que habitualmente no la tienen y disminuyendo el control y
dominio de las elites tradicionales (Heller, 1996). En Perú existen
variadas y ricas experiencias de planeamiento estratégico en
distritos rurales, que han permitido que las necesidades de las
comunidades campesinas sean atendidas por primera vez por
sus municipalidades. Antes de estos ejercicios participativos,
los recursos de los gobiernos locales tendían a ser destinados a
los centros poblados donde habitaban las elites.
• Tener mejor y detallado conocimiento de los recursos con que
se cuenta y de cómo pueden ser complementados para la acción
conjunta.
• Generar compromisos entre las diversas partes para llevar
adelante los planes y acciones acordadas de modo que se
reflejen en convenios, acuerdos y contratos en los que se
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especifiquen las obligaciones y derechos. En nuestra
experiencia, estos convenios o contratos sociales son
instrumentos esenciales para evitar los conflictos que surgen
ante la defensa de las diversas autonomías institucionales, ya
que cada parte se compromete a ciertos productos o resultados
y debe responder ante las demás organizaciones por ellos. De
esta forma, cada organización responde por compromisos
libremente, lo que significa que la autonomía no se ve violada.
• Crear mecanismos para el seguimiento y evaluación de los
planes, especialmente los operativos, dando lugar a ejercicios
prácticos de control y vigilancia ciudadana y estatal. Esto facilita
la transparencia de las acciones y el rendimiento de cuentas.
En el Valle Sagrado de los Incas, en Cusco (Perú), los planes
estratégicos distritales han abierto un espacio continuo de
participación y control ciudadano, al incentivar el monitoreo
trimestral de los planes acordados, la evaluación al finalizar el
año y la subsiguiente programación para el próximo. En algunos
distritos se ha convertido en una práctica regular que ni siquiera
necesita de convocatorias, ya que se han establecido fechas de
antemano.
• Incentivar la participación al reducir el temor a la represión de
las autoridades locales o centrales. Como bien señala Fox (1996),
el Estado y los agentes externos no sólo deben proveer de
incentivos “positivos” para la participación, sino también de
incentivos “anti-negativos”, que “… reducen el costo que otros
actores externos podrían amenazar con imponer a aquellos
involucrados en la construcción autónoma de capital social …”
(p. 1098).22  Este entorno favorable a la participación permite
pasar de la resistencia cotidiana e indirecta al autoritarismo, a
formas de relación que permiten la participación abierta en los
espacios públicos.
c) La integración como espacios pluralistas
La fragmentación y segmentación social existentes en muchos de
nuestros países son el resultado de la ausencia de mecanismos integradores,
sean éstos desde las bases o desde la llamada “sociedad mayor”. Los vínculos
entre lo micro y lo macrosocial son uno de los aspectos más complejos en la
temática del capital social, porque conceptos como la confianza, las normas
efectivas y las redes sociales tienden a ser analizados desde dos
aproximaciones que no alcanzan a examinar en detalle los flujos desde las
22 Traducción del autor.
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bases hacia arriba o desde arriba hacia las bases. Una primera aproximación
tiende a ver el capital social como un agregado que se calcula sobre la base
de índices de confianza, nivel de institucionalidad y densidad de
organizaciones, lo que es comparado con otros índices como el PIB, la
estabilidad política, y la desigualdad, entre otros. La segunda aproximación
proviene de estudios de caso, muchos de los cuales no abordan en forma
explícita la relación con las organizaciones externas y, menos aún, con el
gobierno central. Los pocos trabajos que han enfocado en particular la
relación entre el Estado y las organizaciones de base han ofrecido importantes
lecciones sobre la sinergia y coproducción, pero se basan en experiencias y
realidades concretas en torno de ciertos bienes públicos o comunes.
Esto significa que todavía nos encontramos ante una problemática
que merece bastante análisis e investigación. Sin embargo, las lecciones
aprendidas, sea de investigaciones parciales o del mismo análisis histórico,
sí pueden brindar algunas ideas centrales acerca de la relevancia del capital
social en la integración social. Existen quizás dos constataciones generales a
las que se puede arribar:
• Los mecanismos formales para la integración social han sido
deficientes, porque no garantizaban la plena representación de
los sectores sociales mayoritarios. Esto incluye los mecanismos
de participación política, el sistema de educación formal, los
partidos políticos, los gremios y las organizaciones e
instituciones como el Congreso y los gobiernos locales. En otras
palabras, no han facilitado el desarrollo del capital social entre
sectores, zonas geográficas y la constitución de una comunidad
nacional. Por el contrario, han tendido a subrayar las diferencias
y las divisiones, que han alimentado las prácticas personalistas
y populistas de las autoridades gubernamentales y civiles.
• Las prácticas de integración, sean originarias de la sociedad
civil o el Estado, han favorecido la centralización en la toma de
decisiones creando interlocutores que con el tiempo pierden
representatividad al aislarse de las bases e incentivando la
formación de feudos políticos con sus respectivos caciques.
Como bien indica Tanaka (2001):
“En este esquema, la participación y la representación
siguen, a mi juicio, una lógica piramidal y corporativa. Las
comunidades se expresan en organizaciones que, a su vez, lo
hacen mediante dirigentes, y éstos, a su vez, son la voz de las
demandas de los sectores populares ... Además, en la medida
en que este esquema de participación presupone cierta
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homogeneidad de intereses en la base, considera también que
la representación sigue básicamente un solo camino para
lograr una mejor defensa de los intereses comunitarios ente
el Estado: la “centralización” organizativa” (p. 15).
Sea por la ineficacia de las instituciones políticas o de las prácticas
organizativas, las organizaciones de base rara vez han tenido la posibilidad
de interactuar plenamente en relación con necesidades sentidas y lograr
consensos totalmente democráticos en su interior y con otros actores sociales
y políticos. Es en este proceso donde se retroalimenta el capital social, al
ampliar las perspectivas y visiones del mundo y permitir una elección más
rica entre opciones:
• Salvo en los casos de comunidades muy aisladas y pobres, las
poblaciones tienden a ser heterogéneas en términos de intereses
y demandas. Es decir, la competencia política es parte de la
constitución de estas comunidades, y un elemento esencial de
la integración es fortalecer la capacidad de consenso y
resolución de conflictos, que, paradójicamente, tiende a
robustecerse en la medida en que exista competencia política.
En diversos estudios, la competencia política se relaciona
directamente con capital social y el éxito de la acción colectiva
(Krishna y Uphoff, 1999; Evans, 1996; Heller, 1996; Lam, 1996).
En la competencia, entendida ésta como abierta y con aceptación
de todas las partes de las reglas básicas de juego, los ciudadanos
sienten que tienen peso en las decisiones porque pueden elegir
abiertamente las opciones. Al competir, las elites, a su vez,
reconocen que el éxito político proviene de su acercamiento y
de la capacidad de persuasión de las bases. Finalmente, resulta
más difícil que las autoridades y funcionarios públicos se
adueñen de los dirigentes populares mediante el clientelaje,
porque la competencia promueve la descentralización del
poder. Aunque parezca paradójico, con frecuencia la
competencia promueve la acción asociativa y concertadora de
las instituciones estatales.
• Ante la debilidad de los mecanismos formales de
representación, aspecto difícil de revertir en el corto plazo,
muchas localidades en América Latina están optando por la
generación de espacios públicos “semi-formales” que
promueven la concertación. En Perú, en diversas provincias y
distritos, se han creado mesas de concertación con diversos
nombres y atribuciones, pero todas en procura de espacios de
encuentro, diálogo, debate y, quizás, consensos entre diversos
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sectores de la ciudadanía. En la mayoría de los casos, el alcalde
preside la mesa y tiene como una de sus funciones básicas el
diseño de planes de desarrollo.
• Finalmente, la construcción de identidades políticas que
superen a la comunidad también se puede lograr mediante lo
que Ostrom (1996) llama un “sistema policéntrico” de relaciones
entre las agencias públicas y las organizaciones de base. En estos
sistemas, especialmente apropiados para la producción de
bienes públicos y comunes, las decisiones finales con respecto
a la distribución y administración de los bienes y servicios se
realizan en conjunto entre el Estado y el usuario. Aunque le
corresponde a los gobiernos (centrales o locales) asegurar las
inversiones para la producción (agua, electricidad, educación,
salud) por medio de troncales y otras obras de infraestructura,
los criterios de diseño y distribución son acordados con los
mismos usuarios. En estos procesos, la ciudadanía está más
consciente del recurso y de la necesidad de su eficiente uso y, a
su vez, tiene mayor capacidad para exigir resultados concretos
por parte del Estado. En la jerga de los activistas políticos,
permite pasar de la “protesta” a la “propuesta”. En el proceso
se van entendiendo mejor los mecanismos de toma de
decisiones y, al mismo tiempo, las posibilidades de incidir sobre
ellos. Uphoff y Wijayaratna (2000) han mostrado, en el caso de
sistemas de riego en Sri Lanka, que la descentralización en la
toma de decisiones en la distribución de un recurso natural no
genera necesariamente conflictos frontales en el sistema general
(en este caso, la cuenca), sino que facilita la acción colectiva
por la vía de generar consensos y capacidades de presión sobre
las burocracias centrales. Es decir, el manejo localizado genera
conciencia acerca del sistema general y la necesidad de
administrar mejor el bien común.
Los diversos eslabonamientos posibilitan, entonces, un mayor y mejor
acceso a recursos mediante la retroalimentación entre los sectores de base y
las institucionalidades mayores: esto permite planificar acciones a mediano
y largo plazo que facilitan la administración de recursos, combinar la atención
a necesidades urgentes de supervivencia con programas de mayor aliento
conducentes a la sostenibilidad, y, finalmente, generar mayor identidad y
compromiso ciudadano al integrar gobierno y sociedad en soluciones
comunes.
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C. Construyendo capital social para el desarrollo
La construcción de capital social orientado al desarrollo sostenible
sólo es posible si en cada sociedad nacional se generan eslabonamientos
que permitan un mayor acceso a los recursos de sociabilidad. El capital social
por naturaleza es excluyente, ya que los mismos mecanismos que alimentan
la confianza, la reciprocidad y el respeto a las normas, tienden a beneficiar a
unos y crear barreras para otros. Esto, en esencia, es lo que caracteriza a los
grupos sociales: las fronteras que determinan quiénes participan y quiénes
son excluidos.
Collier (1998), por ejemplo, examina cómo la interacción social produce
tres tipos de externalidades: i) el conocimiento acerca de la conducta de otros;
ii) el conocimiento acerca del entorno (no conductual); y iii) la reducción del
oportunismo mediante transacciones repetidas. Las tres externalidades
reducen los riesgos de la acción colectiva al disminuir los posibles desertores
o polizontes (free riders). La interacción continua produce la información
necesaria para acumular conocimientos y reducir el oportunismo mediante
intercambios reiterativos. En la mayoría de los casos, las interacciones,
especialmente las que conducen a conocimientos especializados y valiosos,
tienen un efecto regresivo en el nivel social. Es decir, las redes que brindan
conocimiento e información valiosa tienden a estar limitadas a los sectores
con mayores recursos e ingresos. El acceso a estas redes es restringido.
El proceso de desarrollo, sin embargo, demanda que las oportunidades
resultantes de la información, el conocimiento, las normas y la confianza sean
lo más extendidas posibles. Como se ha examinado en este trabajo, esto sólo
se puede lograr si se construyen los eslabonamientos entre los grupos excluidos
y el resto de la sociedad. Para que los eslabonamientos sirvan de instrumento
de desarrollo y no de dependencia, es necesario que existan las condiciones
que anteriormente se señalaron con respecto al enriquecimiento de expectativas
y el empoderamiento de las organizaciones micro, intermedias y estatales. El
capital social se nutre de actores individuales y colectivos capaces de imaginar
utopías sociales, políticas y económicas y de contribuir a su posible logro.
Esta voluntad de cambio tiene que hacerse carne en organizaciones
empoderadas en todos los niveles de la estructura social, capaces de proponer
alternativas, de negociarlas y resolver conflictos.
En el cuadro VIII.2, se intenta resumir algunas de las principales áreas
en las que los vínculos entre los pobres y excluidos con las organizaciones
intermedias y estatales podrían enriquecer el capital social y la solidaridad
existentes en las bases sociales. Para ello, se ha tomado cada una de las fuentes
de capital social (la confianza, las normas efectivas y las redes sociales),
indicando los principales problemas y limitaciones que existen al respecto
en las sociedades latinoamericanas. Sobre la base de esta identificación, las
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columnas que siguen sugieren algunas de las acciones que serían necesarias
para revertir las limitaciones identificadas y fortalecer el capital social como
instrumento de cambio y desarrollo. En términos generales, las
recomendaciones principales son:
1. Enriquecer las expectativas de los pobres como mecanismo básico
para fortalecer la confianza en el cambio social y reducir su aversión
al riesgo
Se ha señalado que la confianza se sustenta en expectativas
compartidas y que éstas incluyen: i) lo que se espera del futuro (las visiones
del mundo), ii) cuán competentes son los demás para asumir los retos de
transformación de la realidad, y iii) qué seguridad existe de que los demás
cumplan sus obligaciones.
La pobreza, la falta de información, los bajos niveles de capacidades
y la falta de acceso a mecanismos apropiados de control y sanción, hacen
que la mayoría de nuestros ciudadanos tengan límites severos en su confianza
en relación con los procesos de cambio y desarrollo. El enriquecimiento de
sus expectativas difícilmente ocurrirá como una sucesión de actos
espontáneos o “naturales” que nazcan de la solidaridad popular. Esta
solidaridad es sólo una base esencial, más no suficiente, para comenzar un
proceso de enriquecimiento de expectativas que deberá provenir de
relaciones con otros grupos y sectores, especialmente el Estado y
organizaciones intermediarias abocadas al cambio social. Las lecciones
aprendidas en diversas experiencias de promoción del desarrollo permiten
sugerir mecanismos para enriquecer las expectativas y fortalecer la confianza
(véase el cuadro VIII.2).
2. Empoderar a las organizaciones de la sociedad para que tengan
capacidad de diseñar normas y su respectiva sanción como
mecanismos destinados a afianzar el respeto a reglas y el dominio
de la ley
Nuestras sociedades sufren de débil institucionalidad en la sociedad
civil y en el Estado, esto personaliza o informaliza las relaciones sociales al
punto que conduce al particularismo y no al universalismo necesario para
crear sociedades justas. El capital social es más productivo cuando la
reciprocidad es generalizada y no específica, o sea, totalmente dependiente
de contextos y coyunturas. El particularismo, además, conduce al corto plazo,
al beneficio inmediato, y no a la construcción de proyectos de largo aliento.
Es por esta razón que nuestras organizaciones de base, a pesar de contar
con alta solidaridad, terminan con frecuencia dependiendo de relaciones de
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clientelaje y de la práctica del populismo. La debilidad institucional se
extiende, sin embargo, al Estado y las organizaciones intermedias,
dificultando más aún la construcción de relaciones saludables con las bases
sociales. El fortalecimiento de las instituciones sociales se convierte así en
un aspecto fundamental para consolidar y construir el capital social orientado
al desarrollo.
3. Finalmente, es necesario construir eslabonamientos verticales entre
las organizaciones de base y el resto de la sociedad para distribuir
mejor los recursos disponibles en ésta, garantizar su sostenibilidad
y extender las oportunidades a todos los sectores sociales.
Vivimos en sociedades segmentadas y atomizadas, en las que las redes
que tienen acceso a recursos y oportunidades son pocas y favorecen a los
sectores de mayor poder económico y político. Sólo ampliando los espacios
de participación cívica es posible revertir esta situación y comenzar a generar
acciones y proyectos mutuamente beneficiosos. Se han mencionado diversas
experiencias exitosas en las que se ha logrado la colaboración entre las
organizaciones populares y el Estado u organizaciones intermedias. Sea por
medio de la generación de sinergia, la coproducción o la planificación
participativa, se han logrado acciones de desarrollo en múltiples áreas:
saneamiento ambiental, salud, manejo de cuencas, sistemas de riego,
desarrollo local, entre otros. El reto es lograr que estas experiencias,
normalmente de carácter piloto y locales, se transformen en prácticas
constitutivas de nuestras estructuras sociales nacionales.
La introducción del concepto de capital social en la literatura del
desarrollo ha permitido generar mayor conciencia sobre la importancia de
la sociabilidad en los procesos de transformación social. Al mismo tiempo,
ha hecho más compleja la agenda de desarrollo, al incorporar un dominio
cruzado por múltiples variables que combinan aspectos pronunciadamente
subjetivos (creencias, ideologías, simbologías, voluntades) con otros objetivos
(efectividad de normas, acceso a recursos, constitución de redes). Esta
complejidad, que a primera vista pareciera complicar las estrategias de
desarrollo, es, sin embargo, la principal esperanza para el cambio social,
puesto que no limita la conducta humana a un número reducido de variables
y relaciones estrictamente causales. En otras palabras, la complejidad permite
idear múltiples caminos para alcanzar el desarrollo. Todos ellos, no obstante,
apuntan hacia la imperiosa necesidad de construir vínculos y
eslabonamientos verticales y horizontales como mecanismos indispensables
para ampliar nuestra sociabilidad, distribuir mejor los recursos societales y
lograr sociedades sostenibles.
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